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CONCLUSIONES FINALES 

El señor Presidente de la Comisión de Actos Preparatorios para el año 2021, Doctor 
William Quiroz Salazar, y sus jueces integrantes: Dr. Rurík Jurqi Medina Tapia, Dra. 
Teresa Isabel Espinoza Soberon, Dra. Rosa Luz Gómez Dávila y Dr. Valery Raúl 
Rom Pa acios, dejaron constancia de la realización del Pleno Jurisdiccional 

strital en ateria Penal y Procesal Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima 
Norte, los ías 18 y 19 de noviembre de 2021, con la concurrencia de los señores 
Jueces Sup iores, Especializados, Mixtos, de Familia, de Violencia contra la Mujer y 

�az Letr do con competencia en faltas, siendo el detalle el siguiente: 

/ �i�idó el evento con las palabras de bienvenida a cargo del Doctor William Quíroz 
Salazar, Juez Superior y Presidente de la Comisión de Actos Preparatorios de los 
Plenos Jurisdiccionales de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, y la 
exposición de las partes metodológicas del Pleno Jurisdiccional Distrital en materia 
Penal y Procesal Penal a cargo de la Dra. Teresa Isabel Espinoza Soberon. 

\_,/ 

TFMA Nº 01 

El CESF. DE 1.AS MEDIDAS DE SEGURIDAD, LA INTERPRETACIÓN DE lA 
LEY PENAL Y SU DECISIÓN JUDICIAL (ARTS. 71 AL 76 DEL CÓDIGO PENAL) 
EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN PENAL 

¿Ante el requerimiento o solicitud del cese de la medida de seguridad de 
internamiento efectuada por el médico del centro hospitalario o por la defensa 
técnica o el representante del inimputable, es válido jurídicamente que el juez de 
ejecución penal varíe o la sustituya por otra medida de seguridad menos intensa -
tratamiento ambulatorio- sokfCon liJ-.Aue fluye en el informe médico? 

.. 
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Primera Ponencia 

En el requerimiento del cese de la medida de seguridad de internación algunos
jueces conceden el cese de la medida impuesta judicialmente ante la sola solicitud del
médico del centro hospitalario en el que se encuentra internada la persona juzgada y
le conceden la medida de tratamiento ambulatorio. 

Segundo Ponencia 

n el reque 'miento del cese de la medida de seguridad de internación otros jueces
no conceden l cese de la medida impuesta judicialmente solicitado por el médico del
centro hospit lario dado que existe la necesidad de evaluar exhaustivamente otros
v uisitos y pr supuestos materiales 

----L 

VOTACIÓN: 

Producida la votación por los señores Jueces Superiores Titulares y Provisionales de
las posiciones arribadas, el cómputo es como sigue: 

Dr. O;,ntc> Ton y Tc>1Tf' l Cric;pi n, <;c>ñ0r J ttC'7 Supr-rior Ti tu lar clf' I;, 1 ° <;;i 1:i Pt�n;11 dt'
A pe ladones. 

• Dr. V 1dor J uliu V alladolí<l Zeta, �e11ur J ue¿ Su periur Tilular <l� la 2" Sdld Pendl
Transitoria. 

• Dr. Andrés Avelino Cáceres Ortega, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala
Penal de Apelaciones. 

• Dr. Gabino Alfredo Espinoza Ortiz, señor Juez Superior Titular de la 2º Sala Penal
de Apelaciones. 
Dr. Agustín Reymundo Jorge, señor Juez Superior Titular de la 6º Sala Penal de
Apelaciones. 
Dr. William Quiroz Salazar, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de 
Apelaciones. 
Dra. Celinda Enedina Se8.!lra_.,1_�as, señora Juez Superior Titular, Jefe de la
ODECMA. 
Dr. José Milton Gu!iérrez Villalta, Juez Superior Provisional de la 4° Sala de

ill}Ape�cio� , 
_

< 

. .  _-.-

• '----

/ 



P-IP.J 
P-IP.J 

P< )J >r R J l'l >ll :1 '\I 
1 )11 i' ·� 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA NORTE 
PLENO JURISDICCIONAL DISTRITAL EN MATERIA PENAL 

Y PROCESAL PENAL 

AÑO JUDICIAL 2021 

-

• Dr. Rurik Jurqi Medina Tapia, Juez Superior Provisional de la 2º Sala de
Apelaciones.

• Dra. Teresa Isabel Espinoza Soberon, Juez Superior Provisional de la 2º Sala de
Apelaciones.

• Dr. L · ntonio La Rosa Paredes, Juez Superior Provisional de la 6° Sala de 
elacione 

• Dr. Carlos 'lberto Coral Ferreyro, Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal
de Apelado es.

• Dra. María lena Jo Laos, señora Juez Superior Provisional de la 4° Sala Penal de
elaciones 

a.- Por la primera posición Total de 00 votos. 

b.- Por la segunda posición To tal de 08 votos. 

c.- Por la tercera posición Total de 04 votos. 

c.- Abstenciones Total de 01 votos. 

CONCLUSIÓN PLENARIO: 

El Pleno adoptó por mayoría la segunda ponencia. 

FUNDAMENTOS DE ACUERDO DE LAS ACTAS 

De las once (11) mesas de trabajo, sólo se instalaron nueve (09), siendo que la Mesa 

Nº 04 y Nº 10 no se instalaron por falta de quórum, en conclusión fueron nueve los 

grupos de trabajo que se instalaron. 

Grupo Nº 01: Los magistrados que conforma este grupo de trabajo asumen una 

tercera posición por los siguientes fundamentos: Primero.- Que, para la aplicación 

del artículo 75° del Código Penal, el requisito es la existencia de una pericia realizada 

por un perito o junta médica sobre esta base se aplicará las reglas del Código Procesal 

Penal que establece la realización de una audiencia acorde a lo establecido al artículo 

492° .2 y 75° del Código Proces�I Penal, como toda valoración pericial, el juez decidirá 
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seis como lo indica así la propia norma, esta es la posición que asume el grupo; 
Segundo: No se acogen a la primera ponencia por cuanto precisan que resulta siendo 
restrictiva al indicar la sola solicitud y a la segunda ponencia por cuanto se indican 
requisitos que resulta siendo un término genérico dejado a la discrecionalidad y 
podría ser un concepto vago, ambiguo y no claro. 

po Nº 02: os magistrados por unanimidad se ha acogido a la segunda ponencia, 
referente a que si bien es cierto se va a evaluar no sólo el pronunciamiento médico a 
efectos de est lecer la procedencia o no del cese del cambio de tratamiento de 
i�namiento, uno ambulatorio y se ha resaltado que debería realizarse un examen

�1 en una audiencia contradictoria donde se efectúe la evaluación que 
corresponda a esta actuación probatoria pericial para efectos de determinar la validez 
de las conclusiones médicas y adicionalmente se debe evaluar las cuestiones 
relacionadas a la viabilidad del cumplimiento y eficacia del tratamiento ambulatoria 
en relación que se garantice que no exista peligrosidad cuando ejecutándose el 
tratamiento ambulatoria este pueda efectivamente realizarse que tenga el apoyo 
familiar y comunitario correspondiente para que no pueda generar peligrosidad. 

Grupo Nº 03: Los magistrados por unanimidad se han acogido a la segunda 
ponencia, y si bien es cierto en la premisa que se nos ha hecho llegar, existe esta 
n<'c0si efod ci P c>vn ht;ir <''<hm1.c;tivnmC'nt0 otro,; r<-quí,c;itos y prí'c;t1pt tC"c;to.c; m;ití'ri.i ]C"<;_ 
Efectivamente no corresponde atender una medida de seguridad por el sólo mérito 
de una sola solicitud del médico del centro hospitalario, sino que se requiere tener 
por definido el tema de la legitimidad, consideramos que la persona que debe 
requerir debe partir del médico tratante que esta a cargo de la medida de internación, 
debe media un informe de la junta médica del centro hospitalario donde esté 
internado el sentenciado y también como otro requisito o presupuesto a realizar seria 
convocar a una audiencia para poder verificar si corresponde o no acceder a este 
pedido y ello va a permitir la participación del representante del Ministerio Público y
además va a permitir convocar a los familiares de la parte agraviada y considerar dar 
a un familiar el tema de la responsa 'lidad en caso sea ª1!1-para_do la solicitud . 

.,,. 



P-IP-1 
P-IP.J 

PUi l ER jL•1 ))( '.IAI 
1)11 l'I llL 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA NORTE 
PLENO JURISDICCIONAL DISTRITAL EN MATERIA PENAL 

Y PROCESAL PENAL 
AÑO JUDICIAL 2021 

-

lp 

Grupo Nº 05: Los magistrados por unanimidad nos acogemos a la segunda 

ponencia, estimamos que conforme a la interpretación sistemática de los artículo 75º

del Código Penal y 492° del Código Procesal Penal, en el requerimiento del cese de la 

medida de seguridad de internación, otros jueces no conceden el cese de la medida 

impuesta judicialmente solicitado por el médico del centro hospitalario dado que 

existe la necesidad de evaluar exhaustivamente otros requisitos y presupuestos 

ateriales; l ese sentido, el Juez de ejecución pena] complementa este contenido, ya 

que conside mos que debe ser la parte legitimada, esto es la defensa técnica de 

quien está cu pliendo la medida de seguridad de internación quien deba solicitar el 

edida. Ante dicha solicitud, el Juez de ejecución penal previamente 

----,,1�L1rerá traslado a las partes a fin que tomen conocimiento de su pedido, 

adjuntándose el informe del médico del centro hospitalario donde se encuentra con 

internación el requiriente respecto a su actual estado de salud mental y deberá 

disponer que un perito psiquiatra de medicina legal evalúe al que se encuentra 

cumpliendo la medida de seguridad de internación afín que en un plazo 

determinado emita su pericia sobre el estado de salud mental del requiriente y 

realizado que sea, se pondrá en conocimiento a las partes para los fines pertinentes. 

Asimismo, el Juez llamará a audiencia al Representante del Ministerio Público, a la 

defensa técnica del requiriente, a la defensa técnica la parte agraviada o del actor 

civil, a�í romo ñ p,;;tos v ñ los mé-clkn,;; inform,::mtp.;., trlnto al primPr mPcikn (lllP 

solicitó el cese de la medida de internación en base a su informe médico como 

tamb1en a la penc1a del perito psiquiatra de medicina legal a etectos de que 

participen en la audiencia y se genere el debate correspondiente. Luego de la 

audiencia, el Juez de ejecución penal se pronunciará sobre el pedido, en la que 

también deberá tener en cuenta el principio de proporcionalidad y de ser el caso de 

disponerse el cese de la medida de internación por una medida de tratamiento 

ambulatorio, también se deberá motivar respecto a evitar la reiteración en hechos 

similares por el cual se dispuso la medida de internación al requiriente, como la 

peligrosidad y la obligación de una persona capaz que asuma la responsabilidad 

durante el tratamiento ambulatq_rio del inimputable que ha evolucionado 
' 
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Grupo Nº 06: Los magistrados por unanimidad optamos por la segunda ponencia, 
básicamente el grupo considera que bajo esta interpretación sistemática y bajo el 
carácter de que el juez debe motivar las resoluciones judiciales debe convocar a 
audiencia y citar a los peritos para apoyarse de personas de la especialidad para 
poder determinar el grado para poder variar las medidas de seguridad y en ese caso 
consideramos que debe haber una audiencia, escuchar a las partes con apoyo técnico 
y '1,J..K,'-44 esencia fiscal, esto también en consonancia con lo que establece la conversión 
de penas gunas revocatorias que en esta etapa de ejecución de sentencia conlleva a 
un sistema de audiencias donde las partes deben ser escuchadas✓ tanto más si el 
Ministerio P 'blico con el nuevo modelo procesal es quien tiene a cargo la ejecución
de,.Ja sanción .,

-----/---� 
., 

Grupo Nº 07: Los magistrados por unanimidad se acogieron a la segunda ponencia, 
por los siguientes fundamentos que se señala que para el cese de una medida de 
seguridad esta debe ser producto de una audiencia donde el juez debe ser exhaustivo 
y no sólo resolver con el informe médico presentado por el centro hospitalario donde 
se encuentra internado el sentenciado, pues debe haber una contraparte, esto es, una 
opinión de Medicina Legal y así llevar un debate pericial, señalaron también que el 
juez antes de resolver el cese de medida de seguridad debe tener presente el tipo de 
trastorno que padece el interno antes de amparar su externación. 

Grupo Nº 08: Los magistrados por unanimidad se acogieron a la segunda ponencia, 
conforme al articulo 49211 del Código Procesal Penal que senala la realizadon de 
audiencias a través de estos se requiere evaluar exhaustivamente otros requisitos 
como pericias psiquiátricas o en su defecto al caso concreto un debate pericial. 

Grupo Nº 09: Los magistrados por unanimidad se acogieron a la segunda ponencia, 
pues no solamente el informe del médico que lo atiende al sentenciado en el centro 
médico o la simple solicitud sino un equipo médico sino en lo fundamental como 
algo adicional debe ser que la enfermedad que sufre este sentenciado es pasible de 
un tratamiento ambulatorio, si va a poder medicarse y estar controlada y si un 
familiar se va a encargar, t9de--ell�ebe ser evaluado en una audiencia, pues el no 
hacerlo puede implicar hasta una re¡nsabilidae fuñcioní!_rdeuru:,�s�---ad,e;- �-

j +r � / /. 

Y\ L,\ --."' ,-/Y 
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Grupo Nº 11: Los magistrados por unanimidad se acogieron a la segunda ponencia, 

pues el requerimiento del cese de la medida de seguridad de internación no puede 

concederse únicamente con el informe del médico del centro hospitalario dado que 

existe la necesidad de evaluar otros requisitos y presupuestos procesales y eso es 

importante porque el artículo 75º del Código Penal considera que efectivamente tiene 

que remitirse una pericia médica no un informe médico es decir una pericia 

debidamente sustentada y no basta con ello sino debe existir las condiciones 

adecuadas para que esta persona tenga la suficiente atención médica hospitalaria, no 

solamente es curar sino ver la aten�Lón de salud pública donde será atendido. 

\-=--
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la suspensión y adecuación de un nuevo plazo procesal durante la ejecución de las 

sentencias con pena condicional (periodo de prueba) debido a la suspensión de los 

plazos procesales por la Covid-19 

Formulació del Problema 

¿Es válido · irídica y constitucionalmente 1a resolución judiciaJ que decide suspender y 
-----.._.J--. d uar a U.:11 nuevo plazo procesal generado por las directivas del Consejo Ejecutivo del 

Poder Judicial respecto a la emergencia sanitaria Covid-19 modificándose el plazo de 
suspensión de la pena condicional y el período de prueba de la sentencia condenatoria 
firme en la etapa de ejecución penal ante el requerimiento del fiscal? 

Ponencias 

Primera Ponencia 

1:.1 articulo 57" del citado cod1go es una norma sustantiva que norma tos regmsitos 
lJ Ut-', 1 it·rn· t·n l Lll' n lc1 l'1 J lit' 1 p<1t'cl d i�pone1 1,t ,..,w,pt>rn-,iún dt-' l,1 t-'jt'LLI<. ic'111 dt• l.i pt'lld 

cuando se reúnen los requisitos que en ella se detallan y señala el plazo de 
suspensión de uno a tres años, disponiéndose en el segundo párrafo la inaplicación 
de la suspensión de la ejecución de la pena en determinados supuestos. 

Conforme al artículo 51 ° de la Constitución Política del Perú, se establece la jerarquía 
piramidal de las normas disponiendo: "La Constitución prevalece sobre toda norma legal;

la ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente. La publicidad es esencial

para la vigencia de toda norma del Estado". 

Haciéndose una interpretación sistemática con los incisos 4 y 5 del artículo 200°, 

�
*ando en primer lugar la_ Co�stitución Política del Estado y luego en segundo
orden las nor s ue tienen rang'9 de ley, en éstas se encuentran las leyes, los 
decretos gifativos, \os decreto/ de urgencia, �s_ tr�_!"e_gb)m_entos del _ -

1 ,.____, �\ --:r
. -

U r.)Á ( 



P-JQI 
P-IP-1 

1 )t I I'¡ ltL 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA NORTE 

PLENO JURISDICCIONAL DISTRITAL EN MATERIA PENAL 
Y PROCESAL PENAL 
AÑO JUDICIAL 2021 

Congreso, normas regionales de carácter general, ordenanzas municipales. Debajo de
estas normas con rango de ley, están los reglamentos, normas administrativas,
resoluciones y decretos de carácter general de cualquiera sea la autoridad que emane;
nuestra Carta magna dispone que para cuestionar las normas con rango de ley y los
demás dis ositivos infralegales, se emplean acciones distintas, como la acción de
· constitucíon lidad y la acción popular, respectivamente.

Las directivas el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial no puede modificar los plazos
d11 período e prueba en las sentencias penales condicionales porque son

..___ __ ...,,...,,..· ��ables co stitucionalmente . 
.I 

Una Sala declaro infundada y revoco la decisión de primera instancia declarando
infundada el requerimiento fiscal.

Segunda Ponencia 

Las citadas resoluciones administrativas emitidas en el contexto de la pandemia
disponiéndose la suspensión de los plazos procesales, si es posible que modifiquen
normas sustantivas como son los artículos 57º y 59º del Código Penal.

Si bien en el Recurso de Nulidad Nº 616- 2020-Puno, se pronuncia por una excepción
de prescripción de la acción penal y otro, considerándose que las resoluciones
administra tí vas dictadas se consideran conforme al principio "Tempus Regit Actum"

que se encuentra vigente al momento de resolvcr�e el c.iso, debe ser corn ... ordado cun
las resoluciones administrativas Nº 121-2020-CE-PJ y 177-2020-CEPJ referido a la
suspensión de los plazos procesales en causas en trámite.

Nos preguntamos ¿Estas normas administrativas que suspendió )os plazos
rfcesales por la covid�19 pueden suspender y adecuar nuevos plazos procesales de 
et,tencias en ejecución de sentencias con condenas condicionales firmes? 

}Jf!..ii, Sala declaro nula la d'."'isión de primera instancia y ordeno que el Juzgado de
_J yrimera instancia �mita 11uevo pron

}
nciamiento. 

---== _____

/T\_ - \r-�- l) 
( ') �--
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Producida la votación por los señores Jueces Superiores Titulares y Provisionales de 
las posiciones arribadas, el cómputo es como sigue: 

• Dr. Dante Tony Terrel Críspin, señor Juez Superior Titular de la 1º Sala Penal de
Apelaciones.

r. Vícto Julio Valladolid Zeta, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal
Transitoria.

• Dr. André Avelino Cáceres Ortega, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala
Penal de A elaciones .

.._ � .r-� o:� .Gabino llAlfredo Espinoza Ortiz, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal 
- ~JiApelacio'nes.

, Dr. Agustín Reymundo Jorge, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones. 

• Dr. William Quiroz Salazar, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

• Dra. Celinda Enedina Segura Salas, señora Juez Superior Titular, Jefe de la
ODECMA.

• Dr. José Milton Gutiérrez Villalta, Juez Superior Provisional de la 4° Sala de
Apelaciones.

• Dr. Rurik Jurki Medina Tapia, Juez Superior Provisional de la 2° Sala de
A ppl;:,donp<;_

• Dra. Teresa Isabel Espinoza Soberon, Juez Superior Provisional de la 2° Sala de
Apelc1ciunc::..

• Dr. Luis Antonio La Rosa Paredes, Juez Superior Provisional de la 6° Sala de
A pe ladones.

• Dr. Carlos Alberto Coral Ferreyro, Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal
de Apelaciones.

• Dra. María Elena Jo Laos, señora Juez Superior Provisional de la 4° Sala Penal de
Apelaciones.

a.- Por la primera posición Total de 11 votos. 

- Por la segunda posición Total de 02 votos. 

Total de 00 votos. c.- Abstencio
�

es 
) : 

CONCLU
S

ION PLENARIO: <;: __ 

L4&\--- ') )v�) ¿•\{\ 
' 

� 
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El Pleno adoptó por mayoría la primera ponencia. 

FUNDAMENTOS DE ACUERDO DE LAS ACTAS 

De las once (11) mesas de trabajo, sólo se instalaron nueve (09), siendo que la Mesa 
Nº 04 y_ Nº 10 no se instalaron por falta de quórum, en conclusión fueron nueve los 

�s de trab · o que se instalaron. 

Grupo Nº 01: Lo magistrados por unanimidad nos acogemos a la primera ponencia, 
�iendo precisa que consideramos hacer valer la jerarquía constitucional de las 

-t,LAo� y la inte pretación conforme a los derechos fundamentales del ser humano 
prevaleciendo la libertad personal. 

Grupo Nº 02: Los magistrados por mayoría nos acogemos a la primera ponencia, 
siendo de los seis magistrados, cinco han sido a favor de la primera y uno en favor de 
la segunda ponencia. Las razones de la mayoría es por cuanto las normas del Consejo 
Ejecutivo del Poder JudiciaJ dentro de la jerarquía normativa de nuestro sistema 
interno de normas jurídicas se encuentra muy por debajo de los Decretos Legislativos 
y uno de ellos, específicamente el DL Nº 635, es el que contiene nuestra norma 
adjetiva, esto es, el Código Penal vigente, partiendo de ahí no podría modificar los 
plazos del penado de prueba en las sentencias con penas condicionales, sumado a 
l'lh, lo t¡u1• rigt• ,l lrc1vé ... de l,1,.., norrn,1s dd CFPJ e� re ... pccto íl la SL1spensión d� los 
plazos procesales y administrativos durante los períodos de cuarenta decretados por 
el Poder ejecutivo como medida de emergencia por el COVID 19, y no se trata 
propiamente de los plazos del derecho penal material sino procesal, por ende es 
inaplicable a la suspensión del plazo de ejecución del período de prueba en una 
prueba condicional conforme así ha sido desarrollado en este temario. En relación a 
la segunda ponencia podemos decir que en ellas establece que la suspensión de 

uevos plazos procesales ha venido siendo atendiendo en mérito a los 
equerimientos fisca1es; eso en el entendido que no han podido hacer el control de la 

ejecución de las sentencias de conformidad con lo establecido en el artículo 488°.3 del 
Código ProcEl�é.!l Penal..-cuya ci�unstancia entendemos que ya no es imputable al
co

�
ino tiene el carácterj

<>rtuito o de fuerza m�y�r, en ese sentido no es

G �:r 0 - ·) �:-
15 --
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justificable menos razonable el pedido fiscal de suspender el plazo del período de 
prueba y computar un nuevo plazo a él con el fin de dar cumplimiento a las reglas de 
conducta impuestas a] condenado sobre todo en la pretensión de requerir el pago de 
una reparación civil para lo cual además dentro del debate de los colegas de esta 
segunda mesa hemos referido que existen otras vías judiciales para hacer prevalecer 
e .. -�--- el derecho por ejemplo de un embargo a través de la via civil u otras. 

Grupo Nº 03: os magistrados no han alcanzado mayoría por una posición, tres 
magistrados se cogieron a la primera ponencia, incidiendo bastante en la primada 
d� Constitució sobre toda norma de inferior jerarquía, sobre todo en este caso lo 

-�-�. l�rmas del C'.EPJ que dispuso esta suspensión de los plazos y tres votos. Por
su parte, los otros tres magistrados restante asumieron la posición de la segunda 
ponencia en lo que respecta a la realidad de nuestra Corte en que no ha habido un 
acceso del sentenciado respecto a la regla de conducta de acudir al órgano 
jurisdiccional a registrar su firma. 

Grupo Nº 05: Los magistrados por mayoría nos acogernos a la primera ponencia, 
señalando que las Resoluciones Administrativas emitidas por el Consejo Ejecutivo 
del Poder Judicial en el contexto de la pandemia que disponen la suspensión de 
plazos procesales y administrativos en el contexto de la pandemia no son aplicables 
p,11 ,l di-.prnu,•r"l"' lc1 ... u.-.pt>11�iú11 y ,1del ut1ciú11 dt> u11 nuevo pl,1/0 prou·..,,11 dur,mlc l,1 
ejecución de las sentencias con pena condicional y por tanto no se puede suspender 
ni adecuar el plazo del período de prueba en dichas condenas condicionales en razón 
a: El principio de jerarquía de normas por mandato constitucional, conforme a los 
artículos 51 y 200 incisos 4 y 5 de nuestra carta magna establece que la Constitución 
prevalece sobre toda norma legal, la ley sobre toda las normas de inferior jerarquía y 
así sucesivamente, prevalecen los artículos 57 y siguientes del Código penal frente a 
las Resoluciones Adminístrativas del CEPJ. Además, para inaplicar las normas del 

�1rtículo 57º y siguientes del Código Penal por parte del juez se tendría que disponer 
V thediante el mecanismo de control difuso conforme al artículo 138º de la 
Constitución, sin emb�o se tiene el obstáculo que las Resoluciones Administrativas 
del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial son de menor jerarquía y por lo tanto no se 
podría/4a

/
Íicar las normas �stantivas antes _!!lenciQ!ladas del Código Penal.

� / 
'- -- --�-

� z,, � �. ) �<'j} ' 
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Asimismo, no se debe confundir la suspensión de plazos procesales y 

administrativos dispuestos en las mencionadas Resoluciones Administrativas con la 

suspensión de plazos materiales concernientes al p€rÍodo de prueba en ejecución de 

sentencia por condenas condicionales que tienen la calidad de cosa juzgada y que no 

son modificables. Para disponerse la suspensión y adecuación de plazos materiales 

del periodo de prueba en condenas condicionales en el contexto de la Pandemia, se 

tendría qu.,._...,_izarse mediante la incorporación de una norma que así lo disponga, 

sería--úna norma on rango de ley, ya sea una ley o un decreto legislativo y conforme 

al procedimiento establecido para ello, que luego de su publicación en El Peruano 

con su vigencia, 1 juez deberá determinar su aplicación de ser el caso y teniendo en 

}2 e ta los princ pios. Asimismo, conforme al artículo 92°, última parte del Código 

Pen.Q....._ __ ._.e disp ne que el Juez garantiza el pago de la reparación civil a la parte 

agraviada, esta se puede efectivizar a través de otros mecanismos como el inicio de la 

ejecución forzada de los bienes del sentenciado obligado en ejecución de sentencia 

condenatoria. La magistrada, que en minoría opta por la segunda ponencia, señaló 

que en ejecución de sentencia por condena condicional con período de prueba, dicho 

plazo se suspende y adecúa en base a las Resoluciones Administrativas emitidas por 

el Consejo Ejecutivo del Poder Judícial ya que el gobierno dispuso la inmovilización 

obligatoria de la población a partir del mes de marzo de 2020, en la realidad las 

c;pntPndr1c; con condf'nñc; mn<iic;onalf's no se cnmplif'rnn Pn c,11 intPgri<larl y por Pilo

la necesidad de la aplicación de las Resoluciones Administrativas. 

Grupo Nº 06: Los magistrados optamos por unanimidad por la primera ponencia, 

concluimos que por el principio de supremacía normativa, las normas 

administrativas expedidas por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial no suspende 

los plazos procesales sin embargo a ello dos de los magistrados han anotado que en 

todo caso lo que tendría que hacer el juez en atención al caso concreto y la 

expectativa que tiene la parte agraviada debería o inaplicarse el artículo 57º o 59° y 

oncretamente el control difuso. 

·· rupo Nº 07: Los magistrados por unanimidad se acogen a la primera ponencia,

señalan que las directivas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial no pueden 

modificar los plazos _de� los períodos de prueba en las sentencias penales 

condicionales porque son ir)aplicables constitucionalmente por ser cosa juzgada 

./ ( ;--._ I e_ycu , _ _/ � 
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material, es por ello que mediante una directiva que se crea un nuevo plazo se 
vulneraría el principio de cosa juzgada se vulneraria el artículo 139° numeral 3 de la 
Constitución Política en concordancia con el artículo 51° de la Constitución Política 
del Perú. 

Grupo Nº 08: Los magistrados por unanimidad se acogen a la prímera ponencia, 
señalan que las directivas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial no pueden 
modificar los plazos de los períodos de prueba en las sentencias penales por jerarquía 

do en cuenta ello y en razón al principio de supremacía 

Grupo Nº 09: Lo magistrados por mayoría se acogen a la primera ponencia, 
. ndo que la s spensión dispuesta por las directivas del Consejo Ejecutivo del 

......__-...-n,.-,er u cial se tr tan de plazos procesales pero en el caso de la pena por mayoría 
hemos tomado posición que se estarían violando principios constitucionales, y la 
preocupación por el pago de la reparación civil se puede y se debe aplicar lo 
dispuesto en el Código Civil y/o recurrir a esa instancia. 

Grupo Nº 11: Los magistrados por unanimidad se acogen a la primera ponencia, 
porque se ha señalado que existe una jerarquía normativa que incluso no se puede 
desatender ni en tiempos de pandemía, las modificaciones que pueden darse en 
ejecucion de sentencia del periodo de prueba debe hacerse a traves de una ley y a 
í.1vo1 dt>I ju:-.lki,1blt> y no t'll dt>:-.lllt'llro lle é ... ttt. F.I otro motivo e-. t¡ue no l',i,te un,1 ley 
que haya dispuesto la suspensión de los plazos procesales o plazos del período de 
prueba de la ejecución de sentencia en tal sentido el plazo de ha discurrido y tiene 
que computarse, la resolución del Consejo Ejecutivo que son de menor jerarquía no 
habilita suspensión de plazos de ejecución, no se puede agregar plazos más allá de lo 
que legal y jurisdiccionalmente se ha establecido, además el Ministerio Público ha 

, tenido la oportunidad de instar medidas correctivas en el período de prueba y no se
1 conoce de un caso concreto de un pedido del fiscal presentado en el tiempo de la 

/ �andemia sino después haciendo que su inacción se traslade al Poder judicial en 
�esmedro del justiciable, un fundamento adicional que el principio de legalidad es la 
medida o mejor a través de ella que se controla la arbitrariedad y hay que tener una 
visión amplia del pril!,cipio de legalidad que no sólo abarca el delito y la sanción sino 
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hechos o en todo caso en la sentencia firme, y cualquier norma posterior que se 

expidan se podrían aplícar siempre y cuando no sea restrictiva o si afectan al 

sentenciado. , recoger las disposiciones administrativas del Consejo Ejecutivo 

representaría una disposición arbitraria en perjuicio del sentenciado. 

---

... 
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TEMANº 3 

LA APLICACIÓN DE LA DETENCIÓN DOMICILIARIA AL VENCIMIENTO 

DEL PLAZO DE PRISIÓN PREVENTIVA 

¿Se debe impon r detención domiciliaria como restricción adicional a la medida 
omparecenci establecida al vencimiento del plazo de prisión preventiva y 

----->+--.---J,,--,.. improcedfncia de la prolongación de la prisión preventiva? 

DESCRIPCION PROBLEMÁTICA A PARTIR DE LOS CONSIDERANDOS 

EXPUESTOS EN LAS RESOLUCIONES CON POSTURAS DISTINTAS. 

Primera Ponencia 

Imponer la detención domiciliaria al vencimiento de la prisión preventiva, constituye 
11n<'l aplicación f"<tPn'>iVR dP ]¡:¡ normR; 1rl ciPtPndón ciomirilinrin �<' ;,plic.1 Cllilnrlo, 
pese a corresponder prisión preventiva, hay circunstancias personales del sujeto que 
merecen una medida distinta; proceder de manera distínta contraviene lo previsto en 
el artículo VI del Título Preliminar del CPP 2004 (principio de legalidad de las 
medidas limitativas de derecho). 

S unda Ponencia 

S bien, la detención domiciliaria se encuentra regulada en el artículo 290° del CPP 
2004, y el legislador ha señalado los presupuestos por su situación especial de 
vulnerabilidad, pese a corresponder prisión preventiva y condicionada además al 
peligro de fu_ga o de obstaculización. Sin embargo, el artículo 273° del CPP 2004 

Zt:t::� / e- ' ,�-� -
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autoriza la imposición de la detención domiciliaria como medida necesaria o 
cautelar, mediando una ínterpretación sistemática de ambos supuestos normativos 
(2900 y 273° ) sí se puede imponer la detención domiciliaria con la finalidad de evitar 
el riesgo o peligro de fuga de la persona investigada. 

VOTACIÓN: 

�r�ducida la vot ción por los señores Jueces Superiores Titulares y Provisionales de 
( 

/ �
s posiciones a ibadas, el cómputo es como sigue: 

/-�-Dante ony Terrel Crispin, señor Juez Superior Titular de la 1 ° Sala Penal de 
Apelado es. 

• Dr. Víctor Julio Valladolid Zeta, señor Juez Superior Titular de la 2º Sala Penal
Transitoria.

• Dr. Andrés Avelino Cáceres Ortega, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala
Penal de Apelaciones.
Dr. Gabino Alfredo Espinoza Ortiz, señor Juez Superior Titular de la 2º Sala Penal
de A pe1aciones.
Dr. Agustín Reymundo Jorge, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.
Dr. William Quiroz Salazar, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.
D1.i. CclinJc1 [rn.:Jinu Scgurc.1 S..ilc.11,, !,CÚurc.1. JucL. Superior Titul,.u, Jdc J1,; l.1
ODECMA.
Dr. Jose Milton Gutiérrez Villalta, Juez Superior Provisional de la 4u Sala de
Apelaciones.

• Dr. Rurik Jurki Medina Tapia, Juez Superior Provisional de la 2° Sala de

Apelaciones.
• Dra. Teresa Isabel Espinoza Soberon, Juez Superior Provisional de la 2° Sala de

Apelaciones.
fr. Luis Antonio La Rosa Paredes, Juez Superior Provisional de la 6º Sala de

' .f\ pelaciones.
• IDr. Carlos Alberto Coral Ferreyro, Juez Superior Provisional de la 1 º Sala Penal

de Apelaciones.
Dra. María Elena Jo Laos, señora Juez Superior Provisional de la 4° Sala Penal de
A pe ladones.

a.-¡?ór la primera posici�: Total de l Q_votos-. ---.. 

� J):, V º� / -?.,,::
<.,
- -�r)

--
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b.- Por la segunda posición Total de 03 votos. 

c.- Abstenciones To tal de 00 votos. 

ayoría la primera ponencia. 

FUNDAMENTOS E ACUERDO DE LAS ACTAS 

sas de trabajo, sólo se instalaron nueve (09), siendo que la Mesa 
1Nº 10 no 'se instalaron por falta de quórum, en conclusión fueron nueve los

grupos de trabajo que se instalaron. 

Grupo Nº 01: Los magistrados por unanimidad nos acogemos a la segunda 

ponencia, esto es, que sí se puede imponer la detención domiciliaria una vez vencido 

el plazo de prisión preventiva en resolución debidamente sustentada y atendiendo el 

caso en concreto. 

Grupo Nº 02: Los magistrados por unanimidad nos acogemos a la primera ponencia, 

tomando en cuenta el artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal Pe11al el 

cual hemos visto que señala que las medidas que limitan derechos fundamentales 

sólo podrán dictarse por la autoridad judicial en el modo y forma y con las garantías 

prcv,�t.:i ... por 1.-. 1 cy, estamos habl.mdo de un Lodígo l'rocc�.il adJetivo g.trilnttslJ, un 

código que impondrá las medidas con resolución motivada y a instancia de parte 

procesal legitimada. En ese sentido, la detención domiciliaria cuando concluye la 

prisión preventiva constituye una aplicación extensiva de la norma, esta detención 

domiciliaria se aplicara cuando pese a corresponder prisión preventiva hay 

rcunstancias personales que corresponden medidas distintas. Ahora, nosotros 

t nemas una aclaración o añadidura en la cual nosotros somos de la idea que la 

edida a aplícarse no sería la detención domiciliaria sino la de vigilancia electrónica. 

Grupo Nº 03: Los magistrados por unanimidad nos adherimos a la primera ponencia 

pero, sin las dos últim�s líneas de esa ponencia quedando de la siguiente manera: 

Imponer la detención domiciliaria al vencimiento de la prisión preiientiva constituyendo 11/Ul

qxtensiva de lp norma. La detención domiciliaria se aplica cuando pese a

1 '7\_.,./ -------�' . ) � e -?�--� 
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corresponder prisión preventiva hay circunstancias especiales del sujeto que merecen una 

medida distinta, ( ... )" con la atingencia, sin indicar las dos últimas líneas, siempre que 
haya una motivación cualificada, es decir, una motivación más fuerte y sólo para 
casos graves, como por ejemplo delitos de violación sexual, tráfico ilícito de drogas, 
feminicidios y asesinatos. 

· Los magistrados por unanimidad nos acogemos a la primera ponencia,
stenta en ase a la interpretación sistemática de los artículos 139°. 9 y 11 º de la 

Constitución P lítica del Estado, en cuanto consagra el principio de favorabilidad al 
procesado en bplicación de la ley más favorable a este en caso de duda sobre 
con ido entre leyes penales y el principio de inaplicabilidad por analogía de la ley 

normas que restrinjan derecho del procesado. La prisión preventiva es una 
medida cautelar personal con consecuencia procesales y presupuestos materiales 
diferentes a la detención domiciliaría conforme se verifica en los supuestos 
establecidos en los artículos 268º y 290º del Código Procesal Penal, del texto del 
artículo 290º del Código Procesal Penal se verifica que el legislador no a dispuesto 
que luego que se venzan los plazos de la prisión preventiva y/o de su prolongación 
del ser el caso se deba aplicar la detención domiciliaria ya que este se reserva en 
determinados supuestos señalado en el citado articulado, no pudiéndose 
interpretarse la aplicación de la detención domiciliaria luego del vencimiento de la 
pns1on preventiva y/o prolongación ya que no le favorece y devendna en arbitraria, 
l'llo t'n lOlll'ord,md,1 ,11 .11 tk·uln VI dl'l Título Prt'limi11,u· dt"I Cúdigo Prou ... -,,iJ PPn t1I. 
Asimismo, en caso hubiera vencido el plazo de la prisión preventiva se debe 
interpretar correctamente el artículo 274 del Código Procesal Penal , por otro lado la 
Dra. Rocío Villalobos indicó que las medidas limitativas de libertad que se fijan no 
son progresivas y no se podría aplicar al vencimiento de la prisión preventiva y/o 

r:
t

longación de estas nuevas medidas restrictivas dictadas al procesado, ya que no 
alternativas, por parte de la Dra Espinoza Soberon considero que a la 

1 matividad vigente y en cada caso en concreto es posible dictar una comparecencia
con vigilancia electrónica. 

Grupo Nº 06: Los magistrados optamos por mayoría es la posición número uno,

como ya lo han- manifestáao, 1� primera posición va en que no se puede imponer de 
forma ✓autorática la

I ,,.-- 1 , 
I ,..._,..,, I 

I lY 
1;:-/ 

detencj#n domiciliaria en ate�ción que hay un catálogo de 
/ e 
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medidas para poder salvaguardar el aseguramiento tanto del proceso y evitar la 
reiteración delictiva, también entendemos que imponer la detención domiciliaria 
implicaría hacer una interpretación extensiva en malam parte de la norma porque la 
norma no lo prevé y si bien es cierto el título preliminar establece que debe 
privilegi arse lo que favorezca al sentenciado y restringirle la libertad por detención 
do · · · · consideramos que no es viable. Lo que si se puede hacer es evaluar de 

en concreto para imponer las medidas de aseguramientos adecuadas. 

Grupo Nº 07: Los magistrados por unanimidad se acogen a la primera ponencia, 
�te tándose básicamente que hemos coincidido con los argumentos de la mayoría 

-------'Ir--, 

upos atendiendo al principio de legalidad, también al de favorabilidad, en 
cuanto a las medidas respectivas para establecer o determinar estas medidas 
cautelares la e al se ha contravenido y se ha hecho mención de que son instituciones 
diferentes así como las consecuencias jurídicas ante el vencimiento de la prisión 
preventivas como las medidas con restricciones establecidas en el artículo 188° del 
Código Procesal Penal siendo esto así hemos considerado que no podría aplicarse vía 
esta interpretación sistemática una medida que el legislador no ha establecido y 
corno lo han mencionado existen otros mecanismos para asegurar el cumplimiento 
de ejecución de la sentencia. 

Grupo Nº OR: T ne; mi'lgi<stríldnc; por unanimidad SC' .1cng<'n .i líl primC'r.1 ponrndn. 
sustentándonos en el artículo 139ºnumeral 9, esto es inaplicabilidad por analogía de 
la ley penal, y numeral 11 la ley mas favorable al procesado en caso de duda, de la 
Constitución Política del Perú ello concordante con el artículo 273°, libertad del 
imputado y artículo 288° numeral 2, 3 y 4, restricciones que el juez puede imponer 

el� Código Procesal Penal, adicionalmente se debe dictar una medida de 
. �edimento de salida del país, y remitirse copias al Ministerio Público por 
· estigación ineficiente.

Grupo Nº 09: Los magistrados por unanimidad se acogen a la primera ponencia, 
señalando que la no se puede dictar una medida de arresto luego del vencimiento del 
plazo de prisión preventiva y o de una prolongación. 

-1 �.. l , 
'J 
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Grupo Nº 11: Los magistrados por unanimidad se acogen a la segunda ponencia,

concluyendo que sí se puede imponer la medida de detención domiciliaria en forma 

excepcional aun así se haya concluido el plazo de prisión preventiva y /o su 

prolongación en atención a la segunda parte del artículo 273º del CPP que permite 

dictar medidas necesarias para asegurar la presencia del procesado, ello también 

basado en los hechos, imputaciones fácticas intereses de la víctima entre otros. 

Firmando la presente acta el Presidente de la Comisión Distrital de Plenos, los 

miembros de la Comisión asicorno el Secretario Técnico de la Comisión, conforme a 

lo indicado por el área de Coordinación del Centro de Investigación del Poder

Judicial, dejándose constancia que la Dra. Luz Janet Rugel Medina, miembro de la 

Comisión se encuentra de licencia por motivos de salud. 

Presidente de la Com�"ón de Actos Preparatorios 

Dr. Rurik Jurqi M� apia 

Miembro S,e la'comisión 

de Actoi. Preparatorios 

/ 

l, j�J_/t � 

Dra. Teresa Isabel Espinoza Soberon 

Miembro de la Comisión 

de Actos Preparatorios 
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Dr. Valery úl Romero Palacios Dra. Rosa luz Gómez Dávila 
✓ 

Miembro de la Comisión Miembro de la Comisión 

de Actos Preparatorios 

Carlos Waldir Cruz Baltazar

Secretario Técnico 
Plenos Jurisdiccionales 

d� Actos Preparatorios 
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PODElR.jUDICIAL DEL PER.Ú 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL CALLAO 

CONCLUSIONES DEL PLENO JURISDICCIONAL DISTRITAL PENAL - 2018 

La Comisión de Actos Preparatorios del Pleno Distrital con sede en la ciudad del Callao, 

presidida por la señora Magistrada Dra. Rosa Ruth Benavides Vargas, deja constancia de 

que luego de llevado a cabo el debate de cada uno de los temas sometidos al Pleno, los 

señores Magistrados participantes, han arribado a las conclusiones que se exponen a 

continuación: 

TEMA Nº 01: 

LA SUSPENSIÓN DE EJECUCIÓN DE LA PENA COMO PRESUPUESTO DE 

REINCIDENCIA 

En la praxis judicial se observa que la suspensión de la ejecución de la pena, regulada en 

el artículo 57° del Código Penal, es considera como presupuesto para aplicar la figura de la 

reincidencia, establecida en el artículo 46 º-B del Código Penal. Sin embargo, la 

reincidencia tiene como premisa principal que el sujeto haya cumplido en todo o en parte 

• una pena (se considera pena: privativa de la libertad, restrictiva de libertad, limitativa de

derechos y multa), y no la suspensión de la ejecución de la pena.

PROBLEMA:

¿PUEDE CONSIDERARSE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA,
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 57° DEL CÓDIGO PENAL, COMO UN
PRESUPUESTO PARA QUE EL JUEZ PUEDA APLICAR LA REINCIDENCIA,
REGULADA EN EL ARTÍCULO 46°-8 DEL CÓDIGO PENAL?

Primera Postura:

Si puede considerarse la suspensión de la ejecución de la pena como una condena a

computar para que el juez pueda aplicar la reincidencia.

Segunda Postura:

No puede considerarse la suspensión de la ejecución de la pena como un presupuesto que

implique su consideración para que el juez pueda apliCéff la reincidencia.

1. GRUPOS DE TRABAJO: En este estado, la Dra. Rosa Ruth Benavides Vargas,

Presidenta de la Comisión de Actos Preparatorios, concede el uso de la palabra a los
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señores Magistrados Relatores de cada Grupo de Trabajo a fin de que den lectura de 

las conclusiones arribadas preliminarmente, conforme se detalla a continuación: 

Después de haber escuchado la participación de cada uno de los relatores se advierte 

que POR MAYORÍA los Grupos Nº 01, 02, 03 y 04 concluyeron que, no puede 

considerarse la suspensión de la ejecución de la pena como un presupuesto que 

implique su consideración para que el juez pueda aplicar la reincidencia. 

El voto en minoría sostuvo que sí puede considerarse la suspensión de la ejecución de 

la pena como una condena a computar para que el juez pueda aplicar la reincidencia. 

2. VOTACIÓN: Concluido el debate plenario, la Presidenta de la Comisión de Acto

Preparatorios, Dra. Rosa Ruth Benavides Vargas, invitó a los señores jueces

Superiores, Especializados y de Paz Letrado participantes a emitir su voto respecto a

las dos posiciones propuestas, siendo el resultado el siguiente:

Por la posición número 01: 02 votos

Por la posición número 02: 31 votos

Abstenciones: 00 votos

3. CONCLUSIÓN PLENARIA: El Pleno adoptó POR MAYORÍA la segunda postura que

enuncia lo siguiente:

"No puede considerarse la suspensión de la ejecución de 

l,a pena como un presupuesto que implique su 

consideración para que el juez pueda aplicar la 

reincidencié.1 11

• 

TEMA 02: 

APLICACIÓN DE LAS SALIDAS AL TERNA TIVAS EN EL DELITO DE LESIONES 

LEVES 51 LA VÍCTIMA ES MUJER 

Se ha podido advertir en las audiencias de requerimiento de incoación de proceso 

inmediato respecto al delito de lesiones leves contra una mujer, que a pesar que el 

Representante del Ministerio Público, el imputado y la parte agraviada logran arribar a una 

salida alternativa, llámese principio de oportunidad y/o terminación anticipada, estas deban 

ser desestimadas por el Juez y procederse a la remisión del caso al Juzgado Unipersonal 

para el Juicio respectivo, puesto que la ley tácitamente prohíbe arribar a acuerdos 

reparatorios en estas investigaciones penales. 

PROBLEMA: 

¿PROCEDEN LAS SALIDAS ALTERNATIVAS (EL ACUERDO REPARATORIO O 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD Y/O TERMINACIÓN ANTICIPADA) EN EL DELITO DE 
LESIONES LEVES, SI LA VÍCTIMA ES MUJER Y HA SIDO LESIONADA POR SU 
CONDICIÓN DE TAL, ORIGINADA POR LA MODIFICATORIA DE PENA Y DEMÁS 
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CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN REALIZADA AL ARTÍCULO 122º DEL CÓDIGO 
PENAL POR LA LEY 30364? 

Primera Postura 

Sí, procede el acuerdo resarcitorio entre el Ministerio Público y las otras partes procesales, 

mediante la aplicación del acuerdo reparatorio, principio de oportunidad y/o terminación 

anticipada en el delito de lesiones leves, cuando la víctima es mujer y ha sido lesionada 

por su condición de tal. 

Segunda Postura 

No procede acuerdo alguno en el delito de lesiones leves, cuando la víctima es mujer y ha 

sido lesionada por su condición de tal. 

1. GRUPOS DE TRABAJO: En este estado, la Dra. Rosa Ruth Benavides Vargas,

Presidenta de la Comisión de Actos Preparatorios, concede el uso de la palabra a los

señores Magistrados Relatores de cada grupo de trabajo a fin de que den lectura de

las conclusiones arribadas preliminarmente, conforme se detalla a continuación:

Después de haber escuchado la participación de cada uno de los relatores se advierte

que POR MAYORÍA los Grupos Nº 01, 02, 03 y 04 concluyeron que, sí procede el

acuerdo resarcitorio entre el Ministerio Público y las otras partes procesales, mediante

la aplicación del acuerdo reparatorio, principio de oportunidad y/o terminación

anticipada en el delito de lesiones leves, cuando la víctima es mujer y ha sido

lesionada por su condición de tal.

El voto en minoría sostuvo que no procede acuerdo alguno en el delito de lesiones

leves, cuando la víctima es mujer y ha sido lesionada por su condición de tal, pero que

debería evaluarse en cada caso en concreto.

2. VOTACIÓN: Concluido el debate plenario, la Presidenta de la Comisión de Acto

Preparatorios, Dra. Rosa Ruth Benavides Vargas, invitó a los señores jueces

Superiores, Especializados y de Paz Letrado participantes a emitir su voto respecto a

las dos posiciones propuestas, siendo el resultado el siguiente:

Por la posición número 01: 26 votos

Por la posición número 02: 07 votos

Abstenciones: 00 votos

3. CONCLUSIÓN PLENARIA: El Pleno adoptó POR MAYORÍA la primera postura que

enuncia lo siguiente:

"Sí, procede el acuerdo resarcitorio entre el Ministerio 

Público y las otras partes procesales, mediante la aplicación 

del acuerdo reparatorio, principio efe oportunidad y/o 

terminación anticipada en el delito de lesiones leves, cuando 

la víctima es mujer y ha sido lesionada por su condición de 

tal". 
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TEMA 03: 

ALCANCES DE LA RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA POR LA EDAD 

Necesidad Judicial de establecer los alcances en la aplicación de la Responsabilidad 

Restringida por la edad respecto a la comisión de los delitos que califican de muy graves 

conforme a lo preceptuado en el segundo párrafo del artículo 22º del Código Penal. 

PROBLEMA: 

LA EXCLUSIÓN DE LA APLICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA POR 
LA EDAD EN LOS DELITOS QUE CALIFICAN DE MUY GRAVES ¿DEBE SER 
INTERPRETADA CONFORME A LO INDICADO EN EL ACUERDO PLENARIO Nº 4-
2016/CIJ-116, ESTO ES, RESULTA INCONSTITUCIONAL Y NO DEBE APLICARSE O 
EL JUEZ DEBERÁ RESOLVER EN CADA CASO EN CONCRETO PUDIENDO APLICAR 
OTRAS ATENUANTES Y/O INTERPRETACIONES? 

Primera Postura: 

La exclusión de la aplicación de la responsabilidad restringida por la edad en los delitos 

que califican de muy graves debe ser interpretada conforme a lo indicado en el Acuerdo 

Plenario Nº 4-2016/CIJ-116, esto es, resulta inconstitucional y no debe aplicarse. 

Segunda Postura: 

La exclusión de la aplicación de la responsabilidad restringida por la edad en los delitos 

que califican de muy graves deberá resolverse en cada caso en concreto pudiendo aplicar 

otras atenuantes y/o interpretaciones. 

1. GRUPOS DE TRABAJO: En este estado, la Dra. Rosa Ruth Benavides Vargas,

Presidenta de la Comisión de Actos Preparatorios, concede el uso de la palabra a los

señores Magistrados Relatores de cada grupo de trabajo a fin de que den lectura de

las conclusiones arribadas preliminarmente, conforme se detalla a continuación:

Después de haber escuchado la participación de cada uno de los relatores se advierte

que POR MAYORÍA los Grupos N º 01, 02, 03 y 04 concluyeron que, la exclusión de la

aplicación de la responsabilidad restringida por la edad en los delitos que califican de

muy graves debe ser interpretada conforme a lo indicado en el Acuerdo Plenario Nº 4-

2016/CIJ-116, esto es, resulta inconstitucional y no debe aplicarse.

El voto en minoría sostuvo que la exclusión de la aplicación de la responsabilidad

restringida por la edad en los delitos que califican de muy graves deberá resolverse en

cada caso en concreto pudiendo aplicarse otras atenuantes y/o interpretaciones

2. VOTACIÓN: Concluido el debate plenario, la Presidenta de la Comisión de Acto

Preparatorios, Dra. Rosa Ruth Benavides Vargas, invitó a los señores jueces

Superiores, Especializados y de Paz Letrado participantes a emitir su voto respecto a

las dos posiciones propuestas, siendo el resultado el siguiente:

Por la posición número 01: 25 votos
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Por la posición número 02: 05 votos 

Abstenciones: 03 votos 

3. CONCLUSIÓN PLENARIA: El Pleno adoptó POR MAYORÍA la primera postura que
enuncia lo siguiente:

"La exclusión de la aplicación de la responsabilidad restringida 

por la edad en los delitos que califican de muy graves debe ser 

interpretada conforme a lo indicado en el Acuerdo Plenario Nº 4-

2016/CIJ-116, «?sto es, resulta inconstitucional y no debe 

aplicarse". 

Callao, 10 de diciembre de 2018 
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Conclusión anticipada de los debates 
orales y suspensión de la pena 
El procesado no solo aceptó los hechos 
imputados, sino la calificación jurídica 
propuesta por el Ministerio Público. La 
aceptación de los cargos fue global y se 
le aplicó el beneficio premial por la 
conclusión anticipada del debate. 
Aunque la pena final no supera los 
cuatro años de privación de libertad, la 
personalidad del encausado no permite 
un pronóstico favorable en cuanto a la 
no comisión de nuevos delitos. 

Lima, ocho de abril de dos mil diecinueve 

VISTOS: el recurso de nulidad interpuesto 

por el encausado Carlos Alfonso Carneiro Puntriano contra la sentencia 

conformada del catorce de diciembre de dos mil dieciocho (foja 980), 

que lo condenó como autor del delito contra la administración 

pública-peculado doloso, en agravio de la Municipalidad de 

Comas, a dos años de pena privativa de libertad efectiva y fijó la 

reparación civil en S/ 16 001.60 (dieciséis mil un soles con sesenta céntimos) 

que deberá abonar a favor de la entidad agraviada. De conformidad 

con lo opinado por el señor fiscal supremo en lo penal. 

Intervino como ponente el señor juez supremo Príncipe Trujillo. 

CONSIDERANDO 

§ I. De la pretensión impugnativa

Primero. El recurrente Carneiro Puntriano, en su recurso (foja 991), 

denunció la vulneración del derecho a la libertad personal y el debido 

proceso.  

Por un lado, cuestionó el proceso de individualización de la pena. 

Señaló que se inobservó lo previsto por el Acuerdo Plenario número 



                                                     

2 

 SALA PENAL PERMANENTE 
 RECURSO DE NULIDAD N.° 125-2019 
 LIMA NORTE 

 CORTE SUPREMA  
 DE JUSTICIA  
 DE LA REPÚBLICA 

1-2008/CJ-1161, pues se valoraron sus antecedentes penales, a pesar

de que se superó en exceso el plazo para considerarlo reincidente o 

habitual. No se precisó la pena concreta sobre la cual se le aplicó el 

beneficio premial de la conclusión anticipada, como se dispone en el 

Acuerdo Plenario número 5-2008/CJ-1162; y, no se efectuó una 

disminución de la pena por vulneración del plazo razonable, como lo 

indica el Recurso de Nulidad número 2089-2017. Finalmente, señaló 

que no se justificó el carácter efectivo de la sanción penal.  

Por otro lado, invocó la atipicidad de los hechos imputados. Si bien se 

acogió a la conclusión anticipada, no aceptó la tipificación jurídica, 

pues el fiscal no especificó cuál de los verbos rectores del delito de 

peculado (apropiarse o utilizar) se le imputó, además el Colegiado 

indicó que su conducta fue no rendir cuentas a la entidad edil, lo que 

no tipifica como peculado. 

§ II. De los hechos objeto del proceso penal

Segundo. Conforme con la acusación fiscal (foja 658), se imputa a 

Carlos Alfonso Carneiro Puntriano, en su calidad de director de la 

Oficina de Administración y Fianzas de la Municipalidad de Comas, 

haberse apropiado de la suma de S/ 10 001.60 (diez mil un soles con 

sesenta céntimos), que recibió el siete de enero de dos mil tres (mediante 

Resolución de Alcaldía número 44-2003-A/MC) y que debía administrar con el 

fin de realizar pagos en efectivo (caja chica), con retroactividad al dos 

de enero, por el lapso de treinta días. Sin embargo, al momento de 

rendir cuentas, no justificó el destino de tal cantidad dineraria. 

El Ministerio Público subsumió los hechos en el delito de peculado 

(artículo 387 del Código Penal) y solicitó como pretensión punitiva que se 

1 Sobre la reincidencia, habitualidad y determinación de la pena. 
2 Nuevos alcances sobre la conclusión anticipada. 
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lo condene a cinco años de pena privativa de libertad y se fije la 

reparación civil en S/ 6000 (seis mil soles).  

Tercero. Instalado el juicio oral en la sesión del catorce de diciembre de 

dos mil dieciocho, el encausado Carlos Alfonso Carneiro Puntriano, 

previa conferencia con su abogado, aceptó los cargos imputados y se 

acogió a la conclusión anticipada de los debates orales (foja 983).  

En sus alegatos finales, su abogado precisó que el imputado se 

encontraba arrepentido, que devolvería el dinero y que se considere su 

arraigo familiar y laboral, a fin de imponérsele una pena condicional. 

En consecuencia, mediante sentencia conformada del catorce de 

diciembre de dos mil dieciocho, se lo condenó como autor del delito 

contra la administración pública-peculado doloso, a dos años de pena 

privativa de libertad efectiva.  

§ III. De la absolución del grado

Cuarto. En general, los agravios del procesado se centran en la 

determinación de la pena, lo cual es coherente con su acogimiento a 

los alcances de la Ley número 28122-Ley de conclusión anticipada. Sin 

embargo, el extremo referido a la tipicidad de la conducta imputada 

no puede ser de recibo, pues la aceptación prematura de la acusación 

no solo englobó los hechos imputados, sino también la calificación 

jurídica. Nada se dijo en la audiencia respectiva sobre una atipicidad 

relativa menos absoluta, ni se observó la afectación al principio de 

legalidad. La acusación fiscal y los hechos declarados probados, por 

expresa aceptación del imputado, son claros: este tenía bajo su 

administración S/ 10 001.60 (diez mil un soles con sesenta céntimos), que 

pertenecían al Tesoro Público. Estos caudales del Estado fueron retirados 

de la administración pública, pero el encausado no justificó su destino, a 
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pesar de que estaban bajo su dominio funcional. La consecuencia 

lógica de la apropiación fue aceptada por este en juicio oral e, incluso, 

su defensa indicó que devolvería el monto apropiado. Estos fueron los 

términos sobre los cuales se dio la conclusión anticipada del debate.  

Quinto. Corresponde enfatizar que el artículo 387 del Código Penal3, 

delito de peculado, exige que el agente posea una condición especial 

(funcionario o servidor público) para que sea sujeto activo del delito. En este 

caso, el procesado era director de la Oficina de Administración y 

Finanzas de la Municipalidad de Comas y, en atención a ello, mediante 

Resolución de Alcaldía número 44-2003-A/MC, del siete de enero 

de dos mil tres, se dispuso la apertura de un fondo para pagos en 

efectivo, que sería administrado por el procesado (véase resolución, 

foja 72); sin embargo, conforme con las conclusiones del Informe 

Contable número 036-2006-DIRINCRI-PNP/PFIAUCON el recurrente 

brindó la rendición de cuentas parcial del dinero recibido (foja 101, 

ratificado a foja 547) y, pese a los requerimientos, no justificó el monto 

de S/ 10 001.60 (véase declaración de la procuradora, foja 43, y del tesorero, foja 

549), del que posteriormente reconoció haberse apropiado e, incluso, 

ofreció devolver.  

Sexto. En cuanto a la reducción de la pena por vulneración del derecho 

a ser juzgado en un plazo razonable4, corresponde recordar lo 

desarrollado por el Tribunal Constitucional en la sentencia del catorce 

de mayo de dos mil quince, Expediente 295-2012-PHC/TC, en la que 

3 Modificado por la Ley N.° 26198, publicada el trece de junio de mil novecientos 
noventa y tres, norma vigente cuando se realizó el evento delictivo.  
4 Este derecho tiene por finalidad impedir que los acusados permanezcan largo 
tiempo bajo acusación y asegurar que esta se decida prontamente. Corte IDH, 
Caso Suarez Rosero vs. Ecuador, sentencia de 12 de noviembre de 1997. 
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indicó los criterios para verificar si se afectó el plazo debido, entre los 

cuales está la conducta procesal del imputado.  

Al respecto, debemos precisar que, el once de marzo de dos mil diez, el 

encausado fue declarado reo contumaz por la Segunda Sala 

Especializada Penal Transitoria (foja 711). Luego, el INPE informó que el 

procesado se encontraba recluido en el establecimiento penitenciario 

del Callao (foja 789), por lo que se dispuso, mediante resolución del cinco 

de enero de dos mil dieciséis, el inicio del juicio oral (foja 792); no obstante, 

el jefe del Registro Penitenciario indicó que el procesado egresó del 

penal el veintitrés de diciembre de dos mil quince (foja 808) y, pese a las 

reiteradas notificaciones, hizo caso omiso a los llamados del órgano 

jurisdiccional. 

Posteriormente, mediante resolución del tres de agosto de dos mil 

diecisiete, se varió su mandato de comparecencia restringida por el de 

detención (foja 898), con lo que recién el catorce de diciembre de dos 

mil dieciocho fue puesto a disposición de la Sala Superior, para su 

juzgamiento. 

En suma, debemos concluir que la demora en el proceso no es 

atribuible ni a la complejidad del caso ni al órgano jurisdiccional 

competente, sino a la propia conducta evasiva del procesado, por lo 

que no es aplicable la reducción de la pena por el extremo alegado.  

Séptimo. El fundamento veintitrés, invocado por el recurrente en 

relación al Acuerdo Plenario 5-2008/CJ-116, hace referencia al 

momento en que debe ser aplicado el beneficio premial por el 

acogimiento a la conclusión anticipada de los debates orales, la que 

debía realizarse después de establecer la pena concreta. 

De la revisión de la sentencia se verifica que la Sala Superior, en 

primer término, valoró las circunstancias comunes o genéricas 
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establecidas en el artículo 46 del Código Penal y consideró como 

atenuantes genéricas las condiciones personales del autor (su edad y 

grado de instrucción), lo cual incidió en la internalización de la norma en 

forma favorable. Posteriormente, el Colegiado consideró el beneficio 

procesal de la conclusión anticipada. 

 Si bien no se precisó la pena concreta con anterioridad a la aplicación 

del beneficio premial por conclusión anticipada, esto no es suficiente 

para declarar la nulidad de la recurrida, en cuanto se cumplió con el 

orden de la valoración establecido en el acuerdo plenario invocado y 

conforme al artículo 45-A del Código Penal, la pena concreta debió 

fijarse en el tercio inferior, es decir, entre los dos y los cuatro años, para, 

finalmente, fijarse en el extremo mínimo del tercio, en atención al 

beneficio premial. Tales circunstancias se observaron en el caso 

subjudice, por lo que el agravio recurrido no es atendible.  

Octavo. Los antecedentes penales del procesado no influyeron en el 

quantum de la pena, menos sirvieron para aplicar las figuras jurídicas de 

reincidencia y habitualidad. Sin embargo, fueron valorados para decidir 

la forma de ejecución de la sanción, lo cual es acorde con lo previsto 

por el artículo 57 del Código Penal. Si bien la pena en el aspecto 

cuantitativo no supera los cuatro años de privación de libertad, la 

personalidad del agente no permite efectuar un pronóstico favorable 

sobre la no ejecución de futuras conductas ilícitas. Sus antecedentes 

denotan una actitud tendente a quebrantar las reglas de orden público, 

impuestas por el legislador y necesarias para mantener una paz social. 

En anteriores oportunidades, la suspensión de la ejecución de las penas 

no fue eficaz para internalizar en el sujeto el respeto por los bienes 

jurídicos penalmente tutelados. Por ende, la ejecución de la pena 
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privativa de libertad es acorde a ley, por lo que corresponde declarar la 

conformidad de la recurrida.   

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, DECLARARON NO HABER NULIDAD en la 

sentencia conformada del catorce de diciembre de dos mil dieciocho 

(foja 980), que condenó a Carlos Alfonso Carneiro Puntriano como autor 

del delito contra la administración pública-peculado doloso, en agravio 

de la Municipalidad de Comas, a dos años de pena privativa de 

libertad efectiva y fijó la reparación civil en S/ 16 001.60 (dieciséis mil un soles 

con sesenta céntimos) que deberá abonar a favor de la entidad agraviada. 

Intervino el señor juez supremo Castañeda Espinoza, por periodo 

vacacional del señor juez supremo Sequeiros Vargas.  

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

CHÁVEZ MELLA 

PT/vimc 



CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
SALA PENAL PERMANENTE  

– 1 –

RECURSO NULIDAD N.° 64-2019/LIMA ESTE 
PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO

Indebida disminución de pena 
Sumilla. El Tribunal Superior, en función a la 
presencia de la tentativa y de la conformidad procesal, 
impuso como pena cuatro años de privación de libertad 
efectiva. Más allá de que desde las exigencias del tipo 
penal perpetrado –que tiene conminado una pena 
privativa de libertad no menor de doce años– y de las 
reglas de medición de la pena –una causal de 
disminución de la punibilidad: tentativa, y una regla de 
reducción por bonificación procesal: conformidad 
procesal–, puede concluirse que ésta es indebidamente 
menor a la que correspondería (se disminuyó ocho años 
por debajo del mínimo legal), es de enfatizar que la 
pretensión de suspender la pena no es de recibo porque 
se trató de un delito violento, se atacó a una víctima 
que no dio motivo para la comisión del delito en su 
agravio y se le sustrajo sus pertenencias utilizándose 
incluso un arma blanca para reducirla, y no consta que 
el imputado, plenamente imputable, tenga arraigo 
laboral –en el momento de los hechos ya no tenía 
trabajo– y una línea de vida que impida la reiteración 
delictiva. 

Lima, veinte de mayo de dos mil diecinueve 

  VISTOS: el recurso de nulidad interpuesto 
por la defensa del encausado MIGUEL ÁNGEL CHOQUE VALERIO contra la 
sentencia conformada de fojas doscientos veintitrés, de ocho de agosto de dos 
mil dieciocho, que lo condenó como coautor del delito de robo con agravantes 
tentado en agravio de Ángel André Gutiérrez Páucar a cuatro años de pena 
privativa de libertad efectiva y al pago solidario de cien soles por concepto de 
reparación civil; con lo demás que al respecto contiene. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

FUNDAMENTOS 

PRIMERO . Que la defensa del encausado Choque Valerio en su recurso 
formalizado de fojas doscientos setenta y seis, de veintidós de agosto de dos mil 
dieciocho, instó la suspensión de la ejecución de la pena impuesta. Alegó que su 
defendido en todas las etapas del proceso admitió los cargos, aunque fue 
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capturado en flagrancia; que su patrocinado no culminó sus estudios 
secundarios, tiene veintidós años de edad, carece de antecedentes y estaba ebrio, 
por lo que la pena debe ser condicional. 

SEGUNDO. Que la sentencia de instancia declaró probado, en función a la 
acusación fiscal y a la aquiescencia del imputado y su defensa, que el día 
veinticinco de diciembre de dos mil diecisiete, como a las nueve horas con 
treinta minutos, el encausado Choque Valerio y un menor infractor, previo 
concierto, sorprendieron al agraviado Gutiérrez Páucar cuando caminaba por las 
inmediaciones del Boulevard Mariscal Cáceres, en San Juan de Lurigancho, a 
quien luego de cerrarlo con un mototaxi, descendieron del mismo, con una 
botella de vidrio rota lo amenazaron y le sustrajeron setenta soles y una cadena 
que llevaba puesta en el cuello. Pese a que huyó en la moto, conducida por 
Cayllahua Gonzales, fueron capturados por la Policía y se pudo recuperar lo 
robado. 

TERCERO. Que el Tribunal Superior, en función a la presencia de la tentativa y 
de la conformidad procesal, impuso como pena cuatro años de privación de 
libertad efectiva. Más allá de que desde las exigencias del tipo penal perpetrado 
–que tiene conminado una pena privativa de libertad no menor de doce años– y
de las reglas de medición de la pena –una causal de disminución de la
punibilidad: tentativa, y una regla de reducción por bonificación procesal:
conformidad procesal–, puede concluirse que ésta es indebidamente menor a la
que correspondería (se disminuyó ocho años por debajo del mínimo legal), es
de enfatizar que la pretensión de suspender la pena no es de recibo porque se
trató de un delito violento, se atacó a una víctima que no dio motivo para la
comisión del delito en su agravio y se le sustrajo sus pertenencias utilizándose
incluso un arma blanca para reducirla, y no consta que el imputado, plenamente
imputable, tenga arraigo laboral –en el momento de los hechos ya no tenía
trabajo– y una línea de vida que impida la reiteración delictiva. No se dan, pues,
los requisitos establecidos por el artículo 57, inciso 2, del Código Penal.
∞ El recurso defensivo debe desestimarse y así se declara.

DECISIÓN 

Por estos motivos: declararon NO HABER NULIDAD  en la sentencia 
conformada de fojas doscientos veintitrés, de ocho de agosto de dos mil 
dieciocho, que condenó a MIGUEL ÁNGEL CHOQUE VALERIO como coautor del 
delito de robo con agravantes tentado en agravio de Ángel André Gutiérrez 
Páucar a cuatro años de pena privativa de libertad efectiva y al pago solidario de 
cien soles por concepto de reparación civil; con lo demás que al respecto 
contiene. DISPUSIERON se remita la causa al Tribunal Superior para que por 
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ante el órgano jurisdiccional competente se inicie la ejecución procesal de la 
sentencia condenatoria. HÁGASE saber a las partes procesales personadas en 
esta sede suprema. 

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

SEQUEIROS VARGAS 

CHÁVEZ MELLA 

CSM/ast
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Lima, veintisiete de agosto de dos mil dieciocho 

      VISTOS: el recurso de nulidad interpuesto por el 

acusado EDUARDO PALACIOS AMAYA contra la sentencia conformada de fojas 

ochocientos veinticuatro, del nueve de enero de dos mil dieciocho, que le 

impuso como autor del delito tributario-defraudación tributaria, en la 

modalidad de obtención indebida de crédito fiscal mediante la utilización de 

comprobantes de pago falsos, en agravio del Estado, representado por la 

Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria, seis 

años, once meses y cuatro días de pena privativa de libertad. 

De conformidad, con lo pertinente, con el dictamen de la señora fiscal 

suprema en lo penal.  

Intervino como ponente la señor jueza suprema CHÁVEZ MELLA.  

CONSIDERANDO 

§. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS

PRIMERO. El acusado EDUARDO PALACIOS AMAYA, en su recurso de nulidad de 

fojas ochocientos treinta y uno, cuestionó el quantum punitivo establecido en 

la sentencia conformada, para lo cual alega básicamente lo siguiente:  

1.1. Que no se tuvo en consideración los principios de legalidad, 

responsabilidad, proporcionalidad y lesividad. 

1.2. Que la pena impuesta colisiona con el principio constitucional de los fines 

de la pena; en consecuencia, la pena debe ser reformada e imponérsele una 

pena condicional bajo reglas de conducta, tal como lo había solicitado, y el 

representante del Ministerio Público mostró su conformidad. 

Sumilla. [SUSPENSIÓN DE LA PENA] La suspensión de 
las penas privativas de libertad solo será 
posible cuando se cumpla, indefectiblemente, 
lo dispuesto en el artículo cincuenta y siete 
del Código Penal. En el caso en concreto, se 
evidencia que no supera el primer requisito 
para suspender la ejecución de la pena, en 
tanto que la pena a imponer supera los 
cuatro años. [DETERMINACIÓN DE LA PENA] El 
Tribunal Superior sometió a un correcto juicio 
de proporcionalidad la pena judicialmente 
impuesta.   
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1.3. Que la Sala Superior, para denegar la solicitud de aplicación de una pena 

suspendida en su ejecución, no motivó adecuadamente el porqué no le 

correspondía su aplicación, pues contrariamente a lo indicado por el 

Colegiado, en el caso concurren los requisitos regulados en el artículo 

cincuenta y siete, numerales uno, dos y tres del Código Penal, ya que el 

recurrente desde que cometió el delito no ha incurrido en otra acción 

delictiva, por lo que no es una persona proclive al delito. 

1.4. Que su conducta fue haber presentado dos facturas con contenido falso, 

las mismas que habrían sido entregados por el contador Floro Canales Flores. 

Asimismo, no tomaron en consideración que no contaba con antecedentes 

penales, que tenía un domicilio fijo, una familia constituida, que a la fecha 

cuenta con sesenta y cinco años de edad y sufre de la enfermedad de 

diabetes mellitus.  

1.5. Que la Sala Superior se limitó a realizar la disminución de un séptimo de la 

pena por su sometimiento a la conclusión anticipada. 

1.6. Que no se han valorado adecuadamente las circunstancias en que se han 

producido los hechos y la magnitud de lesividad de la conducta antijurídica. 

Puntualizó, como pretensión procesal, la disminución de la pena impuesta a 

una de carácter suspendida.   

§. HECHOS OBJETO DE LA SENTENCIA CONFORMADA

SEGUNDO. El sentenciado EDUARDO PALACIOS AMAYA, al inicio del juicio oral, se 

sometió a los alcances de la Ley número veintiocho mil ciento veintidós, Ley de 

Conclusión Anticipada del Juicio Oral, aceptando su responsabilidad en el 

delito incriminado y reconociendo los hechos expuestos en la acusación fiscal 

(que obra a fojas quinientos treinta y uno). En tal virtud, se dictó la sentencia 

conformada (que obra a fojas ochocientos veinticuatro), de la cual fluye que 

fue condenado como autor del delito tributario-defraudación tributaria, en la 

modalidad de obtención indebida de crédito fiscal mediante utilización de 

comprobantes de pago falsos, en agravio del Estado.  

El hecho declarado y probado es el siguiente: en el proceso de fiscalización 

realizado por la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria al 
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contribuyente Chiqui Services S. A. C., representado por el procesado Eduardo 

Palacios Amaya, se determinó que las Facturas números cero cero cero uno-

cero cero cero ciento veintiuno y cero cero cero uno-cero cero cero ciento 

treinta y tres, del treinta y uno de enero y veintiocho de febrero de dos mil tres 

respectivamente, supuestamente emitidas por la empresa proveedora 

Negocios Consultores & Asesores E. I. R. L., por la presunta prestación de 

servicios de asesoramiento y supervisión en el procesamiento de información 

de pozos petroleros, eran falsas. Sin embargo, fueron registradas por la 

contabilidad de la empresa Chiqui Services S. A. C. con la finalidad de obtener 

indebidamente crédito fiscal en las declaraciones juradas mensuales del 

impuesto general a las ventas de los periodos tributarios enero y febrero de dos 

mil tres, lo que le permitió disminuir el pago del impuesto general a la ventas en 

dichos periodos.  

§. ANÁLISIS DEL CASO Y FUNDAMENTOS DEL SUPREMO TRIBUNAL

TERCERO. En el presente caso, nos encontramos ante una sentencia 

conformada; esto quiere decir que el procesado renunció a su derecho a la 

presunción de inocencia por la cual se exige la prueba de la imputación 

fáctica antes de poder emitir un fallo condenatorio. Esta renuncia aconteció 

mediante su acogimiento a la conclusión anticipada de conformidad con el 

artículo cinco de la Ley número veintiocho mil ciento veintidós, que ha sido 

objeto de desarrollo jurisprudencial por esta Suprema Corte en el Acuerdo 

Plenario número cinco-dos mil ocho/CJ-ciento dieciséis. En el citado acuerdo 

plenario se define que el efecto esencial del acogimiento a la conclusión 

anticipada es la convalidación de los hechos materia de imputación. 

CUARTO. En este orden de ideas, una vez que el procesado se acoge a la 

conclusión anticipada, opera la vinculación a los hechos, la llamada 

vinculación absoluta con los hechos, de modo que el juzgador ya no puede 

evaluar pruebas. De hecho, la fase probatoria desaparece por ser innecesaria, 

toda vez que el mismo procesado acepta como verdadera la imputación 

fáctica.  
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QUANTUM DE LA PENA 

QUINTO. En consecuencia, al no estar en controversia la responsabilidad del 

acusado en los hechos, corresponde ahora evaluar si la pena impuesta resulta 

ser la adecuada, conforme al cuestionamiento realizado por el acusado. Es 

preciso señalar que la determinación de la pena tiene como sustento 

normativo, tanto el artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal –que vincula 

la dosis de pena con determinadas características del hecho y vista la proporcionalidad como 

límite máximo– como los artículos cuarenta y cinco y cuarenta y seis del citado 

Código Sustantivo. Además, engloba dos etapas secuenciales marcadamente 

definidas, la primera denominada “DETERMINACIÓN LEGAL”, y la segunda rotulada 

como “DETERMINACIÓN JUDICIAL”. En esta última fase, concierne realizar un juicio 

ponderativo sobre la presencia de circunstancias agravantes, atenuantes y/o 

cualquier otra causal de reducción o disminución punitiva.   

SOBRE LA DETERMINACIÓN LEGAL 

SEXTO. Así, acotado lo anterior, se debe remitir, en principio, a la pena 

conminada prevista para el ilícito de defraudación tributaria, en la modalidad 

de obtención indebida de crédito fiscal mediante utilización de comprobantes 

de pago falsos, que de acuerdo con el artículo cuatro, literal a, del Decreto 

Legislativo número ochocientos trece, Ley Penal Tributaria1, se encuentra en un 

rango punitivo no menor de ocho ni mayor de doce años de privación de 

libertad –Ley número veintisiete mil treinta y ocho, del treinta y uno de diciembre de mil 

novecientos noventa y ocho, vigente a la fecha de la comisión de los hechos–.  

DETERMINACIÓN JUDICIAL 

SÉPTIMO. Situados en este primer ámbito de determinación de la pena, resta 

precisar la magnitud cuantitativa de la misma. En este punto, los presupuestos 

para fundamentar y determinar la pena que prevé el artículo cuarenta y cinco 

del Código Penal, entre los que se encuentran las carencias sociales que 

hubiere sufrido el acusado, el nivel de su cultura y costumbres –en el caso se 

1 Artículo 4. La defraudación tributaria será reprimida con pena privativa de libertad no menor de 8 (ocho) ni 
mayor de 12 (doce) años y con 730 (setecientos treinta) a 1460 (mil cuatrocientos sesenta) días-multa 
cuando: 

a) Se obtenga exoneraciones o inafectaciones, reintegros, saldos a favor, crédito fiscal,
compensaciones, devoluciones, beneficios o incentivos tributarios, simulando la existencia de
hechos que permitan gozar de los mismos.
[…]
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aprecia que el procesado cuenta con grado de instrucción superior completa (según ficha 

Reniec de fojas quinientos noventa y cuatro), de ocupación empresario, en la actualidad 

cuenta con sesenta y seis años de edad, padece de una enfermedad de diabetes, con una 

familia constituida–, así como la ausencia de antecedentes penales –certificado de 

fojas quinientos veintiuno– no fundamentan una rebaja por debajo del mínimo 

legal. Se trata de circunstancias genéricas de atenuación que solo permiten 

aplicar la sanción dentro de los márgenes de la pena abstracta (ocho a doce 

años) –artículo cuarenta y seis del texto normativo penal–. En esa línea, tampoco se 

verifica la responsabilidad restringida por razón de la edad –artículo veintidós del 

Código Penal–, en tanto que a la fecha de la comisión de los hechos el acusado 

contaba con cincuenta años de edad.   

OCTAVO. Seguidamente no se detecta la presencia de otras circunstancias de 

agravación o de atenuación de la pena, por lo que conforme al tercer 

párrafo, numeral dos, literal a), del artículo cuarenta y cinco-A del Código 

Penal, la pena concreta debe oscilar en el tercio inferior; esto es, de ocho a 

nueve años y cuatro meses. Sin embargo, se ha de precisar que el fiscal 

superior, en su requerimiento acusatorio de fojas quinientos treinta y uno, 

solicitó una pena de ocho años, por lo que en consideración al principio 

acusatorio la pena concreta debe ser de ocho años de privación de libertad,  

NOVENO. Confluye el efecto premial del acogimiento a la conclusión 

anticipada del juicio oral –como regla de reducción por “bonificación procesal”–, lo 

cual, conforme al Acuerdo Plenario número cinco-dos mil ocho/CJ-ciento 

dieciséis, de fecha dieciocho de julio de dos mil ocho –fundamento jurídico 

vigesimotercero–, supone una reducción punitiva en el máximo permisible en 

función de un séptimo de la pena concreta (ocho años). En tal virtud, una 

sanción equivalente a seis años, once meses y cuatro días de privación de 

libertad, se constata razonable y proporcional; asimismo, responde al principio 

de legalidad, también responde a la medida justa de culpabilidad y la 

responsabilidad por el hecho –principios subyacentes a la proporcionalidad–. La 

determinación de la cuantificación punitiva realizada por esta Sala Penal 

Suprema así lo demuestra.  
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DÉCIMO. Finalmente, en lo atinente a los agravios formulados, corresponde 

realizar las siguientes precisiones:  

10.1. En virtud del principio de legalidad, la suspensión de las penas privativas 

de libertad solo será posible cuando se cumpla, indefectiblemente, lo 

dispuesto en el artículo cincuenta y siete del Código Penal, cuyo texto señala: 

El juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que se reúnan los requisitos 

siguientes: 1. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cuatro 

años. 2. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible, comportamiento procesal y la 

personalidad del agente, permitan inferir al juez que aquel no volverá a cometer un 

nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la conducta futura del condenado que 

formule la autoridad judicial requiere de debida motivación. 3. Que el agente no tenga 

la condición de reincidente o habitual. 

Es así que en el caso en concreto se evidencia que no supera el primer 

requisito para suspender la ejecución de la pena, en tanto que la pena a 

imponer supera los cuatro años.  

10.2. Se aprecia del acta de apertura de juicio oral, de fojas setecientos 

noventa y tres, que si bien el señor fiscal superior debido a las circunstancias 

actuales (estado de salud del acusado) señaló que la pena debía ser de 

carácter suspendida; sin embargo, se debe considerar que uno de los 

principios que rige el proceso penal es el principio de legalidad, en mérito a 

ello el juzgador dentro del marco de punibilidad debe determinar la pena, con 

plena observancia de la prohibición de infraprotección. Como ya se ha 

precisado la condición de agente primario, la edad actual, la enfermedad o 

dolencias que sufre y su entorno familiar son circunstancias genéricas de 

atenuación que solo permiten aplicar la sanción dentro de los márgenes de la 

pena abstracta, que en el presente caso es de ocho a doce años.  

10.3. El acusado con su actuar ha vulnerado el bien jurídico protegido, el 

patrimonio que corresponde a la hacienda pública, o el correcto 

funcionamiento del sistema de recaudación y ejecución del gasto, 

obteniendo indebidamente crédito fiscal mediante la utilización de 

comprobantes de pago falsos. En ese sentido, el grado del quantum de la 

pena privativa de libertad impuesta guarda relación de proporcionalidad con 
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el grado de afectación del bien constitucional a que dio lugar la realización 

de la conducta típica.  

UNDÉCIMO. En consecuencia, la sucesión de hechos establecidos no permite 

la imposición de una sanción menor a la aplicada por la Sala Penal Superior, la 

misma que ha sido dictada conforme a derecho. Asimismo, no se advierten 

arbitrarias las demás consecuencias jurídicas (reparación civil), por lo que 

debe ser confirmada en su integridad  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, declararon NO HABER NULIDAD en la sentencia de fojas 

ochocientos veinticuatro, del nueve de enero de dos mil dieciocho, en el 

extremo que impuso a EDUARDO PALACIOS AMAYA, como autor del delito 

tributario-defraudación tributaria, en la modalidad de obtención indebida de 

crédito fiscal mediante la utilización de comprobantes de pago falsos, en 

agravio del Estado, representado por la Superintendencia Nacional de 

Aduanas de Administración Tributaria, seis años, once meses y cuatro días de 

pena privativa de libertad; con lo demás que al respecto contiene, y los 

devolvieron.  

Intervino el señor juez supremo Bermejo Ríos por licencia del señor juez supremo 

Sequeiros Vargas.  

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO  

BARRIOS ALVARADO 

PRÍNCIPE TRUJILLO  

CHÁVEZ MELLA  

BERMEJO RÍOS 

CHM/mrvc  
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PRIMERA SALA PENAL TRANSITORIA 
R.N.  N.° 2675-2016 
El SANTA 

Pena suspendida y principio de jerarquía 
Sumilla. 1. Las razones de prevención general 
–delito y concierto de personas en su comisión– no son
superiores a las concretas de prevención especial –
referidas a la personalidad de la imputada: joven,
profesional en el inicio de su carrera y sin antecedentes–
y, por ende, corresponde imponerle una pena de ejecución
suspendida condicionalmente. 2. El señor Fiscal Supremo
en lo Penal en su dictamen estimó que las absoluciones
estaban arregladas a Derecho. Siendo así, es de aplicación
el principio institucional de jerarquía del Ministerio
Público –titular de la acción penal–, en cuya virtud entre
dos posiciones disímiles de fiscales en una misma causa,
prima la del superior en grado, como expresión del
conjunto de la institución –principio de unidad–, luego, si
no existe contradicción con el Principio de legalidad, no
existe grado que absolver por falta de agravio y, por ende,
no cabe otra opción que ratificar la absolución.

Lima, dieciocho de mayo de dos mil diecisiete. 

VISTOS: el recurso de nulidad interpuesto por 
el señor FISCAL ADJUNTO SUPERIOR DEL SANTA y la encausada ILIA LUCILA ABARCA 

PAREDES contra la sentencia de fojas cinco mil ciento cincuenta y siete, en cuanto 
(i) absolvió a Ilia Lucila Abarca Paredes de la acusación fiscal formulada en su contra
por delito de falsificación de documentos en agravio de la Municipalidad Provincial
de Pallasca, y a Lorenzo Angulo Mori de la acusación fiscal formulada en su contra
por delito de asociación ilícita para delinquir en agravio del Estado; y, (ii) condenó a
Ilia Lucila Abarca Paredes como cómplice primaria del delito de colusión desleal en
agravio del Estado – Municipalidad Provincial de Pallasca a tres años de pena
privativa de libertad efectiva, y al pago de cuatrocientos mil soles por concepto de
reparación civil, que pagará con los otros condenados, sin perjuicio de devolver lo
indebidamente apropiado.
OÍDO el informe oral.
Interviene como ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.

FUNDAMENTOS 

§ 1. De las pretensiones impugnativas

PRIMERO . Que el señor Fiscal Adjunto Superior en su recurso formalizado de fojas 
cinco mil doscientos noventa y seis, de diecinueve de setiembre de dos mil dieciséis, 
requiere se anule el extremo absolutorio de la sentencia. Aduce que no se valoró 
debidamente las pruebas de cargo y, por tanto, se atentó contra la garantía de 
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motivación de las resoluciones; que se falsificaron documentos para justificar la 
compra directa y se efectuó un pago excesivo por el bien adquirido por la 
Municipalidad; que similar modus operandi se concretó con otras seis municipalidades. 

SEGUNDO. Que la encausada Abarca Paredes en su recurso formalizado de fojas 
cinco mil doscientos ochenta y ocho, de dieciséis de setiembre de dos mil dieciséis, 
insta la absolución de los cargos. Alega que lo oficios cursados por el ex Alcalde 
Vásquez Heredia –fallecido– no fueron objeto de contradicción; que como se la 
absolvió por delito de falsedad documental, los relacionado a los documentos 
cuestionados no puede fundar una condena por delito de colusión; que sus 
coimputados afirmaron que no la conocen y que solo se presentó para la firma del 
contrato; que no es legal que se le imponga una pena efectiva; que no se comprobó el 
acuerdo colusorio acusado; que no se sobrevaloró el bien, pues su valor está 
conforme con la oferta y la demanda; que la conducta de los funcionarios no puede 
ser atribuida a un extraneus. 

§ 2. De los hechos declarados probados y de los cargos objeto de imputación

TERCERO. Que los cargos materia de imputación estriban en lo siguiente: 
A. Los condenados Oré Quiñones y Valle Utrilla, regidores de la Municipalidad

Provincial de Pallasca, conjuntamente con el Alcalde Vásquez Heredia –ya
fallecido– integraron una Comisión Municipal para la adquisición de un
camión volquete, en el año dos mil siete. En todo momento, contaron con la
intervención del condenado Flores Escudero, Gerente Municipal; dio la
conformidad a la orden de compra y emitió el comprobante de pago, pese a
que no se había recibido el camión.

B. La adquisición del camión volquete fue a la empresa Equipamiento Municipal
del Perú Sociedad Anónima Cerrada, a cargo de la encausada recurrente
Abarca Paredes. Con ella se firmó el contrato y se encargó la asesoría del
trámite administrativo.

C. Para concretar esa indebida adquisición –vía compra directa–, se falsificaron
informes técnicos y legales, cotizaciones y estudios de mercado. La
Municipalidad agraviada desembolsó cuatrocientos quince mil ochocientos
soles por el citado camión volquete, no obstante que su valor solo ascendía a
dos cientos treinta y seis mil cuatrocientos setenta soles con cuarenta céntimos.

D. Es de precisar que la encausada Abarca Paredes y otros vinculados a la
empresa en cuestión buscaron ser favorecidos en la venta de camiones y
maquinaria pesada a las Municipalidades, a precios sobrevalorados, acordando
con los funcionarios municipales elaborar la documentación necesaria para la
exoneración de licitación por emergencia.
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E. Se incluyó a Lorenzo Angulo Mori, pero por el delito de asociación ilícita,
porque con otros integrantes de la empresa Equipamiento Municipal del Perú
Sociedad Anónima Cerrada “asesoraron” en el trámite de exoneración por
situación de emergencia, entre otros, en la Municipalidad de Pallasca.

§ 3. Del examen de los puntos impugnativos

CUARTO . Que, ahora bien, el Informe Especial de la Contraloría General de la 
República número trescientos sesenta y cuatro guion dos mil guion diez guion CG 
oblicua DQAE de fojas veintiséis, ratificado en el plenario anterior a fojas dos mil 
seiscientos sesenta y cuatro, establece que, en efecto, se adquirió el camión con un 
sobrecosto de ciento setenta y nueve mil trescientos veintitrés punto sesenta soles. El 
camión se recibió por la municipalidad según el acta de fojas seiscientos seis. 
La conclusión de la Contraloría General de la República se sustentó en el mérito de la 
Hoja Informativa número cero cero uno guion dos mil diez guion MPP guion CG 
oblicua OEA guion HOU, elaborado por la Oficina Técnica de esa Institución 
Pública, corriente a fojas setecientos catorce. 
En autos, a fojas cuatro mil novecientos setenta y cinco, de veintisiete de junio de dos 
mil dieciséis, corre un informe mecánico oficial, ratificado plenarialmente a fojas 
cuatro mil novecientos noventa y tres, que revela que el precio del camión sería de 
trescientos once mil ciento cuarenta y seis punto setenta y cinco soles (la 
Municipalidad pagó por éste la suma de cuatrocientos quince mil ochocientos  soles –
véase memorando número cuatrocientos sesenta y nueve-dos mil siete-MPP oblicua 
ALC de fojas quinientos ochenta y cuatro, contrato de fojas quinientos sesenta y 
cinco, carta de fojas cuatrocientos setenta y cinco, memorando de fojas mil 
doscientos diecisiete y comprobante de pago de fojas mil doscientos dieciséis–); es 
decir, más de cien mil soles respecto del precio pagado. 
Solo el informe pericial de parte de la encausada Abarca Paredes de fojas cinco mil 
setenta y cuatro, de diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, indica que el monto de 
adjudicación está de acuerdo a los precios del mercado. 
La precisión y explicación de un órgano técnico especializado para las valuaciones, 
que integra la Contraloría General de la República, debidamente explicado, convence 
de su aporte probatorio sólido. Incluso, una segunda pericia siempre concluyó por la 
sobrevaluación. Ello importa que la Municipalidad sufrió incluso un perjuicio 
económico efectivo al pagar un precio superior por el volquete adquirido. 

QUINTO . Que, sobre la falsedad documental, como medio comisivo de una 
adquisición colusoria del camión volquete equipado, se tiene tanto la declaración del 
Asesor Legal de la Municipalidad, quien negó haber emitido el informe legal 
respectivo y afirmó que la firma puesta en él es falsa [fojas dos mil diecisiete], 
cuanto, en los mismos términos, la declaración del ingeniero Hurtado Peláez [fojas 
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dos mil quince y cuatro mil novecientos setenta y cuatro]. La apreciación técnica 
grafotécnica de fojas ochocientos sesenta y uno concluyó que ese Informe Legal 
número cero veinticuatro guion dos mil siete y el Informe Técnico número cero cero 
uno guion dos mil siete, contienen firmas falsificadas del abogado Eusebio 
Valdivieso y del ingeniero Hurtado Peláez, respectivamente.  
De otro lado, según el Informe número cero trece guion dos mil diez 
guion MPPC oblicua S.G.M., de fojas mil trescientos treinta y dos, el acuerdo de 
Consejo Municipal, en el que se habría ratificado un acuerdo anterior y que, 
igualmente, exoneró la situación de emergencia para la adquisición del camión 
volquete, no se realizó. Nunca existió una objetiva situación de emergencia 
determinante de una adquisición directa del camión. Todo ese procedimiento resultó 
viciado. 

SEXTO. Que, según los oficios número cero veintiocho guion dos mil diez guion MPP 
guion C oblicua ALC de fojas ciento sesenta y ocho y número cero guion dos mil 
diez guion MPP guion C oblicua ALC, de fojas setecientos noventa y uno, firmados 
por el alcalde Vásquez Heredia (ya fallecido), la empresa Equipamiento Municipal 
del Perú SAC ofreció como servicios el apoyo con la elaboración de toda la 
documentación del expediente de contratación.  
Cabe aclarar que el motivo de impugnación, referido a la falta de oralización de 
ambos documentos en el acto oral, no es correcto. Además, el Fiscal en su acusación 
oral los mencionó cumplidamente [fojas cinco mil ciento veintiuno]. En este segundo 
juicio oral se hizo mención a la oralización de los documentos mencionados en el 
juicio anterior [acta de fojas cinco mil cincuenta y ocho]. En el acta del primer juicio 
se indicó que se leyeron las piezas procesales indicadas por el Fiscal en su imputación 
[fojas dos mil setecientos cincuenta], la cual efectivamente enumeró esos documentos 
[acusación escrita de fojas mil ochocientos cinco y mil ochocientos seis]. 
Más allá de esa afirmación, lo cierto es que la mencionada empresa estaba vinculada 
a la encausada Abarca Paredes, quien en la fecha de los hechos era Subgerente 
General [partida registral de fojas tres mil quinientos cincuenta y ocho]. Ella, además, 
firmó el contrato de compra venta del camión volquete (doce de setiembre de dos mil 
siete), y, asimismo, cobró el cheque de pago por esa venta [fojas seiscientos cincuenta 
y cinco] –su intervención, por consiguiente, no fue meramente nominal, sino de 
aquella que tiene control sobre la empresa cuestionada–. Ninguno de estos datos ha 
sido negado –como no podía hacerlo– por la referida encausada [fojas mil setecientos 
sesenta y cinco, dos mil quinientos cincuenta y siete y tres mil cuatrocientos ochenta 
y cuatro]. 

SÉPTIMO. Que el concierto entre el Alcalde y los demás condenados con la empresa 
Equipamiento Municipal Sociedad Anónima Cerrada, a partir de los elementos de 
prueba antes valorados, es palpable. No solo se festinó trámites, se falsificó 
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documentos y se dirigió la adquisición a una directa por la causal de emergencia, sino 
que, a propósito de lo anterior, se adquirió un bien a un precio sobrevaluado. 

OCTAVO . Que, como ya se demostró argumentalmente, la falsedad documental está 
acreditada con prueba personal y, esencialmente, con prueba pericial. Citar esos 
medios de prueba para valorarlos desde la perspectiva del suceso histórico integral 
que dio lugar a la concreción final de una adquisición colusoria por un precio 
sobrevaluado, en modo alguno es irregular o lesivo al derecho de la imputada Abarca 
Paredes. Ella intervino en el acto de concierto colusorio fraudulento y éste no puede 
entenderse sin que en su desarrollo, efectivamente, se falsificaron documentos 
públicos y privados. 
Es verdad que la sentencia de instancia absolvió a la acusada recurrente Abarca 
Paredes del delito de falsedad documental –lo hizo por una razón meramente fáctica 
de no acreditación de su específica y personal participación criminal en esa 
falsificación documental–, pero tal declaración no autoriza a excluir ese hecho 
inconcusamente probado del análisis conjunto de la prueba actuada en función a la 
totalidad de los hechos realizados. 

NOVENO. Que se impuso a la acusada Abarca Paredes, como cómplice primaria del 
delito de colusión desleal, la pena de tres  años de privación de libertad efectiva. La 
efectividad de la pena también ha sido cuestionada por ella. 
El artículo 57 del Código Penal, según el Decreto Legislativo número 982, de 
veintidós de julio de dos mil siete, vigente cuando se concretó la colusión, hace 
factible la suspensión de la ejecución de la pena cuando no se trata de un reincidente 
o habitual, la pena de privación de libertad no es mayor de cuatro años, y por la
naturaleza, modalidad del hecho punible y la personalidad del agente, corresponda
prever que esta medida impedirá al agente cometer nuevo delito.
Es de enfatizar, primero, que la prohibición de suspensión condicional de la pena solo
se refiere a funcionarios o servidores públicos, entre otros por el delito de colusión
con resultado perjuicio patrimonial, recién se aplica desde la Ley número 30304, de
veintiocho de febrero de dos mil quince –fecha posterior a los presentes hechos–, y
que la imputada Abarca Paredes no tiene esa condición funcionarial. Segundo, que la
citada encausada carece de antecedentes [fojas tres mil trescientos cuarenta y cuatro]
y, al momento del delito, por su edad, era sujeto de responsabilidad restringida
[diecinueve años: Ficha Reniec de fojas mil ochocientos sesenta]. Tercero, que si bien
el delito cometido es uno contra la Administración Pública y el concreto perjuicio a la
Municipalidad agraviada ascendió a ciento setenta y nueve mil trescientos veintitrés
punto sesenta soles, por su edad y porque se iniciaba en su profesión de
administradora, es previsible que tal medida le impedirá cometer nuevo delito; nada
apunta a lo contrario.
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Las razones de prevención general –delito y concierto de personas en su comisión– 
no son superiores a las concretas de prevención especial –referidas a la personalidad 
de la imputada: joven, profesional en el inicio de su carrera y sin antecedentes– y, por 
ende, corresponde imponerle una pena de ejecución suspendida condicionalmente.  

DÉCIMO . Que establecida la procedencia de la suspensión condicional de la pena 
privativa de libertad, corresponde dilucidar el plazo del periodo de prueba, según lo 
estipula el artículo 57, penúltimo párrafo, del Código Penal. 
A estos efectos el criterio fundamental de medición del periodo de prueba es de 
carácter preventivo especial. Se trata de un control judicial referido al tiempo 
necesario que justifique el pronóstico inicial de no reiteración delictiva y de un 
comportamiento respetuoso con las reglas de conducta impuestas. Es claro que el 
referido plazo, por lo anterior, tiene un baremo propio, entre uno y tres años, por lo 
que su relación con el quantum de la pena privativa de libertad –vinculado a la entidad 
del injusto y a la culpabilidad por el hecho perpetrado– no es automático o lineal, 
aunque igualmente no puede estar absolutamente desconectado. 
En tal virtud, es de considerar que el caso de autos el plazo de dos años es razonable 
y cumple con la finalidad perseguida con la institución en cuestión. 

UNDÉCIMO . Que, por otro lado, el señor Fiscal Adjunto Superior impugnó las 
absoluciones por los delitos de falsedad documental y de asociación ilícita para 
delinquir, en el primer caso, respecto de la acusada Abarca Paredes y, en el segundo 
caso, en lo atinente al acusado Angulo Mori. 
Sin embargo, el señor Fiscal Supremo en lo Penal en su dictamen de fojas ciento 
diecinueve del cuadernillo de nulidad estimó que las absoluciones estaban arregladas 
a Derecho. Siendo así, es de aplicación el principio institucional de jerarquía del 
Ministerio Público –titular de la acción penal–, en cuya virtud entre dos posiciones 
disímiles de fiscales en una misma causa, prima la del superior en grado, como 
expresión del conjunto de la institución –principio de unidad–, luego, no existe grado 
que absolver por falta de agravio y, por ende, no cabe otra opción que ratificar la 
absolución.   
Cabe añadir que solo sería posible apartarse de la posición procesal del señor Fiscal 
Supremo en lo Penal frente a una evidente oposición entre su requerimiento y el 
principio de legalidad, material o procesal. Nada de eso se da, sino que se trata de una 
valoración de la prueba específica, no sustentada en la vulneración de regla material o 
procesal alguna. 

DECISIÓN 

Por estas razones, de conformidad en parte con el dictamen del señor Fiscal Supremo 
en lo Penal: I.  Por unanimidad, declararon NO HABER NULIDAD  en la sentencia 
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de fojas cinco mil ciento cincuenta y siete, en cuanto absolvió a Ilia Lucila Abarca 
Paredes de la acusación fiscal formulada en su contra por delito de falsificación de 
documentos en agravio de la Municipalidad Provincial de Pallasca, y a Lorenzo 
Angulo Mori de la acusación fiscal formulada en su contra por delito de asociación 
ilícita para delinquir en agravio del Estado; con lo demás que al respecto contiene. 
II. Por unanimidad, declararon NO HABER NULIDAD  en la propia sentencia en la
parte que condenó a Ilia Lucila Abarca Paredes como cómplice primaria del delito de
colusión desleal en agravio del Estado – Municipalidad Provincial de Pallasca a tres
años de pena privativa de libertad. III. Por unanimidad, declararon HABER
NULIDAD  en dicha sentencia en el extremo que impuso a dicha encausada pena
privativa de libertad efectiva; reformándola: le IMPUSIERON pena suspendida
condicionalmente, bajo las siguientes reglas de conducta: 1) Prohibición de
ausentarse del lugar donde reside sin autorización del juez; 2) comparecer el último
día hábil de cada mes al Juzgado Penal correspondiente, personal y obligatoriamente,
para informar y justificar sus actividades; y, 3) Reparar los daños ocasionados por el
delito, concretados en el monto fijado como reparación civil. IV. Por mayoría,
ESTABLECIERON como plazo de suspensión el tiempo de dos años.
V. Por unanimidad, declararon NO HABER NULIDAD en lo demás que contiene y
es materia del recurso. VI. ORDENARON se levanten las órdenes de captura
dictadas en su contra derivadas de esta causa y, en su caso, se decrete su inmediata
libertad, siempre y cuando no exista mandato de detención o prisión preventiva
emanado de autoridad judicial competente. VII. DISPUSIERON  se remita la causa
al Tribunal Superior para que se inicie ante el órgano judicial competente el proceso
de ejecución de la sentencia condenatoria. HÁGASE saber a las partes procesales
personadas en esta sede suprema.
S. s.

SAN MARTÍN CASTRO 

PRADO SALDARRIAGA 

SALAS ARENAS 

BARRIOS ALVARADO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 
CSM/amon 
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LA SECRETARIA DE LA PRIMERA SALA PENAL TRANSITORIA, DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA, CERTIFICA QUE EL VOTO SINGULAR 

DEL SEÑOR JUEZ SUPREMO SALAS ARENAS, RESPECTO A LA RELACIÓN ENTRE 

LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD IMPUESTA Y LA SUSPENSIÓN DE SU 

EJECUCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 57 DEL CÓDIGO PENAL, ES COMO 

SIGUE: 

Lima, dieciocho de mayo de dos mil diecisiete 

PRIMERO. La pena privativa de libertad que se impone al sentenciado 

puede ser efectiva o suspendida (dentro de los marcos de la ley). El lapso 

de suspensión y las reglas de conducta (cuyo incumplimiento puede dar 

lugar a la revocación de la condicionalidad) constituyen variables1 del 

concepto “pena privativa de libertad suspendida”. 

SEGUNDO. El artículo cincuenta y siete del Código Penal establece las 

pautas para suspender el plazo de ejecución de la privación de la 

libertad impuesta; así, en el inciso uno, del primer párrafo de dicho 

dispositivo legal se precisa que solo podrá suspenderse la ejecución de la 

privación de la libertad cuando no supere los cuatro años, por lo que se 

extrae de ello el plazo legal máximo de pena suspendible. El segundo 

párrafo del mencionado artículo precisa que la suspensión tiene un lapso 

normativamente establecido que va del extremo mínimo de uno al 

máximo de tres años, respectivamente. 

TERCERO. Esta lógica de plazos máximos y mínimos guarda relación con 

el establecimiento del régimen de condicionalidad de las reglas de 

conducta que establece el artículo cincuenta y ocho del Código Penal, 

1 Variable es una propiedad mensurable que puede fluctuar. 
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cuya imposición corresponde al juez penal, luego del pronóstico 

favorable sobre la conducta futura del condenado, como se fija en el 

inciso dos, del primer párrafo, del artículo cincuenta y siete del 

mencionado cuerpo normativo. Puesto que la materialización de esta 

probabilidad debe ser constatada durante todo el lapso de suspensión2 

existe, por tanto, conexión entre la dimensión de la pena impuesta que 

refleja la responsabilidad por el hecho, según lo establecido por el 

artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal, y la dimensión del plazo 

de suspensión de la efectividad de la sanción en que se deberá 

constatar que tal previsión de conducta socialmente aceptable se 

materialice. 

CUARTO. El lapso de suspensión no está liberado a la arbitrariedad, 

puesto que el juez debe realizar un razonamiento de “pronóstico 

favorable” y expresar un juicio de suspendibilidad de la efectividad de la 

ejecución de la pena privativa de libertad. Sin embargo, el uso cotidiano 

ha hecho que la judicatura penal declare de manera libérrima e 

inmotivada las suspensiones de efectividad, al punto que, por ejemplo, la 

pena de un año ha sido suspendida por tres, en aplicación del sentido 

literal puro del texto legal; con la cual discrepo por considerarla 

irracional3. 

QUINTO. Considero que a mayor pena privativa de libertad impuesta ha 

de corresponder mayor plazo de suspensión, pero todo ello dentro de los 

límites que marca la ley y la razonabilidad. Así, al plazo máximo de pena 

suspendible (cuatro años), le corresponderá el plazo legal máximo de 

suspensión (tres años). De esta relación proporcional de magnitudes 

2 El juez debe ─como carga funcional─ comprobar que la suspensión que decidió a nombre del pueblo es 
aún correcta, en tanto el sentenciado cumpla las reglas impuestas. 
3 Puede teóricamente llegarse al absurdo de suspender la pena de dos días (en tanto correspondiera 
imponerla), por tres años. 
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expresadas en años (constante entre variables diferentes, pero no ajenas 

sino vinculadas)4, puede extraerse que el tiempo de suspensión debe ser 

de menor dimensión de modo correspondiente; esto es, una cuarta parte 

de la extensión de la pena impuesta. Se trata de un baremo proporcional 

de relación entre pena suspendible y plazo de suspensión que es el 

siguiente: 

PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD 

IMPUESTA EN AÑOS Y MESES 

PENA SUSPENDIBLE EN AÑOS Y 

MESES 

RELACIÓN EXISTENTE 

4 AÑOS (48 MESES) 

MÁXIMO DE PENA SUSPENDIBLE 

3 AÑOS (36 MESES) 

MÁXIMO DE SUSPENSIÓN 

EL PLAZO DE SUSPENSIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA. 

3 AÑOS (36 MESES) 2 AÑOS Y 3 MESES (27 MESES) EL PLAZO DE SUSPENSIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA. 

2 AÑOS (24 MESES) 1 AÑO Y SEIS MESES (18 MESES) EL PLAZO DE SUSPENSIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA. 

1 AÑO Y 4 MESES (16 MESES)5 

MÍNIMO DE PENA SUSPENDIBLE 

1 AÑO (12 MESES)  

MÍNIMO DE SUSPENSIÓN 

EL PLAZO DE SUSPENSIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA. 

SEXTO. Esta relación entre la pena impuesta y el plazo de suspensión 

permite constatar la previsión realizada con el cumplimiento efectivo de 

las reglas impuestas en un lapso acorde con la gravedad de la sanción6 y 

con el beneficio propio de la premiabilidad derivada del compromiso de 

las reglas. Otra conclusión derivada es que la pena inferior a un año y 

cuatro meses, en principio, debe ser objeto de excención o, en su 

defecto, de conversión en otra menos intensa. En este caso, a la 

4 Se relacionan la talla y el peso de personas de determinada edad o la proporcionalidad entre pena privativa 
de libertad y multa. 
5 Para que el término mínimo de suspensión sea de un año, el lapso suspendible proporcional es de un año y 
cuatro meses.  
6 Desde luego, las penas de factible suspendibilidad no siempre son o resultan en años completos, sino con 
meses o días, v. g. tres años, cinco meses y trece días, de modo que corresponderá detraer un cuarto a la 
dimensión de la prisión para establecer la magnitud del lapso de suspensión. 
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encausada le impusieron tres años (treinta y seis meses) de privación de 

la libertad, por lo que le corresponde el lapso de suspensión de dos años 

y tres meses (veintisiete meses).  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, de conformidad, en parte, con el señor Fiscal 

Supremo en lo Penal, MI VOTO ES porque se suspenda la ejecución de la 

pena privativa de libertad impuesta a doña Ilia Lucila Abarca Paredes 

por dos años y tres meses (veintisiete meses). DISPONER se devuelvan los 

autos al Tribunal Superior para los fines de ley. Hágase saber a las partes 

apersonadas en esta Sede Suprema. 

S. S. 

SALAS ARENAS 
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